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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN  

DE SENTENCIAS DE BUCARAMANGA 
CÓDIGO 680014303003 

 

PROCESO:       EJECUTIVO  
RADICADO:  68001-40-03-014-2007-00171-01 
DEMANDANTE:  NELFOR SAMAEL CASTELBLANCO RODRIGUEZ, quien actúa 

como cesionario de JORGE ENRIQUE GONZALEZ ROMERO 
cesionario de la COMPAÑÍA DE GERENCIAMIENTO DE 
ACTIVOS LTDA., la cual es cesionaria de CENTRAL DE 
INVERSIONES S.A. CISA, cesionaria a su vez de la 
CORPORACIÓN GRANCOLOMBIANA DE AHORRO Y 
VIVIENDA GRANAHORRAR BANCO COMERCIAL S.A. 

DEMANDADO:   OFELIA GUIZA SAAVEDRA  
Auto resuelve nulidad 
 

 

JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN  

DE SENTENCIAS DE BUCARAMANGA 
 

Bucaramanga, catorce (14) de junio de dos mil veintidós (2.022). 
 

Se procede a resolver dentro del proceso referenciado en el epígrafe la nulidad 

planteada por la parte demandada OFELIA GUIZA SAAVEDRA. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 
La parte ejecutada, a través de su abogado, solicita que dentro de este proceso 

ejecutivo se ordene lo siguiente:  

 

“(…) DECLARAR CONSTITUCIONALMENTE NULO 

el proceso ejecutivo hipotecario, impetrado por la 

sociedad CENTRAL DE INVERSIONES S.A. contra la 

Dra. OFELIA GÜIZA SAAVEDRA, radicado bajo el 

consecutivo número 680014003014-2007-00171-01., 

a partir del auto de fecha 22 de marzo del año 2007, a 

través del cual se libró mandamiento de pago contra 

ésta y a favor de aquella, y respecto de todas las 

demás actuaciones que dependan y/o sean 

consecuencia de tal providencia, en virtud de lo 

preceptuado por el Artículo 29 de la Constitución 

Política, esto es, como consecuencia de la prohibición 

supra legal, según la cual, “nadie puede ser juzgado” 

“sino conforme a las leyes prexistentes al acto que se 

le imputa” y “con observancia de la plenitud de las 

formas propias de cada juicio”, es decir, por haberse 

librado mandamiento de pago, con fundamento en 

título base de recaudo, que no cumple con las 

condiciones y/o requisitos formales, que no presta 
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mérito ejecutivo, como que falta a este (al título), la 

restructuración del crédito prevista por la Ley 546 de 

1999, documento necesario (Dada su ineludible 

presencia dentro del proceso, se trata de un elemento 

ad solemnitatem al rito procedimental y, de paso, ad 

probationem del crédito invocado) para la gestación 

y/o conformación del título ejecutivo y para su 

exigibilidad. Como se expondrá en el acápite de 

hechos y fundamentos jurídicos.  

 

SEGUNDA: Que, como consecuencia de la anterior 

declaración, se deje sin valor y/o efecto todo lo 

actuado en este proceso, inclusive desde el auto de 

fecha 22 de marzo de 2007, al igual que todas las 

providencias proferidas dentro del cuaderno de 

medidas cautelares.  

 

TERCERA: Que, como consecuencia de la 

prosperidad de la nulidad planteada, el Despacho con 

fundamento en las previsiones traídas por los 

artículos 84 numeral 5, 90 y 430 del C.G.P. proceda a 

NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO 

DEPRECADO, por faltar al título base de recaudo la 

restructuración del crédito que trata el artículo 42 de 

Ley 546 de 1999, omisión que aniquila y/o cercena la 

exigibilidad de la obligación cobrada (Sentencia SU 

813/2007), como se expondrá en el acápite de hechos 

y fundamentos jurídicos.  

 

CUARTA: Como consecuencia de todo lo anterior, 

DECLARAR CONSTITUCIONALMENTE NULA la 

adjudicación que del inmueble ubicado en la calle 41 

No. 33- 13 apto 407 de la ciudad de Bucaramanga, 

identificado con el folio de matrícula inmobiliaria No. 

300-211614 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Bucaramanga, hizo el Despacho 

mediante auto de fecha 22 de julio de 2016, a favor 

del cesionario NELFOR SAMAEL CASTELBLANCO 

RODRIGUEZ, cesionario de JORGE ENRIQUE 

GONZALEZ, quien fuere cesionario de COMPAÑÍA 

DE GERENCIAMENTO DE ACTIVOS S.A.S. quien a 

su vez es cesionaria de CENTRAL DE INVERSIONES 

S.A. y esta del banco GRANAHORRAR. Líbrense los 

oficios de rigor, comunicando tal determinación al 

señor Registrador de Instrumentos Públicos de 

Bucaramanga, para que proceda a cancelar dicha 

anotación y todas las que dependan de ella.  

 

QUINTA: Condenar en costas y agencias en derecho 

a la parte demandante y a favor de la parte 

demandada dentro de este proceso. 
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Las anteriores solicitudes se basan en estos hechos puntuales: 

 

Que con el fin de adquirir una vivienda, el 21/06/1994 “(…) la Dra. OFELIA 

GÜIZA SAAVEDRAA, a través del pagaré No. 7483 de la misma fecha, se constituyó 

como deudora de la CORPORACIÓN GRANCOLOMBIANA DE AHORRO Y 

VIVIENDA GRANAHORRAR, por la suma de DOCE MILLONES SEISCIENTOS MIL 

PESOS ($12.600.000), representados en 2.179 unidades de poder adquisitivo 

constante UPAC, con 8102 fracciones de UPAC, (2.179.8102 UPAC). Acordando 

entre otras cosas, pagar el capital mutuado, en 180 cuotas con un interés a la tasa 

anual efectiva del 11% y la capitalización de los intereses”. 

 

Que en pro de respaldar el crédito obtenido “(…) la Dra. OFELIA GÜIZA 

SAAVEDRA, constituyó hipoteca abierta sin límite de cuantía a favor de la 

CORPORACIÓN GRANCOLOMBIANA DE AHORRO Y VIVIENDA GRANAHORRAR, 

respecto del apartamento 407 del Conjunto Multifamiliar LA MIRAJE ubicado en la 

calle 41 No. 33- 13 de la ciudad de Bucaramanga, identificado con el folio de 

matrícula inmobiliaria No. 300-211614 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Bucaramanga, según escritura pública número 2124 de fecha 02 de junio 

1994, otorgada en la Notaría Segunda de Bucaramanga”. 

 

Que la parte ejecutada “(…) efectuó el pago de las cuotas acordadas hasta el 

mes de diciembre de 1998, momento en el cual, los intereses se hicieron impagables 

y el capital mutuado se había triplicado a causa de la capitalización de intereses”.  

 

Que para el mes de julio del año 1.999, “(…) el banco CORPORACIÓN 

GRANCOLOMBIANA DE AHORRO Y VIVIENDA GRANAHORRAR antes, ahora 

BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA – por sus siglas BBVA., hizo efectiva la 

cláusula aceleratoria del crédito otorgado a la Dra. OFELIA GÜIZA SAAVEDRA, para 

la adquisición de vivienda y formuló contra ésta, demanda ejecutiva hipotecaria ante 

el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Bucaramanga, bajo el radicado 1999- 1142”. 

 

Que dentro de la demanda ejecutiva formulada se solicitó que “(…) se librara 

mandamiento de pago por “…la cantidad de 1797.6947 Unidades de poder adquisitivo 

constante – UPAC, equivalentes en la fecha 31.07.99 a la suma de $28.409.922,12 

valor que corresponde a capital, más 116.0671 UPAC, equivalentes a $1.834.269.90 

por los intereses ordinarios o de plazo causados desde el día 31 de DICIEMBRE de 

1998 y hasta el día 31 de JULIO de 1.999, a la tasa del 11% anuales”.  

 

Que a través de “(…) auto fijado en estado el día 07 de octubre de 1.999, el 

Juzgado Quinto Civil del Circuito de Bucaramanga, dentro del proceso ejecutivo 
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hipotecario adelantado contra la Dra. OFELIA GÜIZA SAAVEDRA (Bajo el radicado 

1999-1142), libró mandamiento de pago”. 

 

Que por auto del 18/04/2006 “(…) proferido dentro del proceso ejecutivo 

hipotecario que cursó en el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Bucaramanga contra 

la Dra. GÜIZA SAAVEDRA, dicho operador resolvió: (…) 1.- Declarar la nulidad de 

todo lo actuado en el presente informativo a partir del 01 de noviembre del año 2000, 

fecha en que se presentó la reliquidación del crédito. 2.- Declarar terminado este 

proceso EJECUTIVO HIPOTECARIO seguido por CENTRAL DE INVERSIONES, 

como cesionario del BANCO GRANAHORRAR, contra OFELIA GUIZA SAAVEDRA, 

por ministerio de la ley (Art. 42 Ley 546 de 1.999) (…)”.  

 

Que mediante documento privado “(…) el banco CORPORACIÓN 

GRANCOLOMBIANA DE AHORRO Y VIVIENDA GRANAHORRAR antes, ahora 

BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA – por sus siglas BBVA, endosó a la 

sociedad CENTRAL DE INVERSIONES S.A., el pagaré No. 7483 de fecha 21 de junio 

del año 1994”. 

 

Que por “(…) documento privado con nota de presentación personal de fecha 

08 de noviembre de 2006, el banco CORPORACIÓN GRANCOLOMBIANA DE 

AHORRO Y VIVIENDA GRANAHORRAR antes, ahora BANCO BILBAO VIZCAYA 

ARGENTARIA – por sus siglas BBVA, cedió a la sociedad CENTRAL DE 

INVERSIONES S.A., los derechos y prerrogativas que, como acreedor hipotecario 

tenía en la Escritura Pública No. 2124 de fecha 02 de junio del año 1994, otorgada en 

la Notaría Segunda de Bucaramanga, debidamente registrada al folio de matrícula 

inmobiliaria No. 300-211614 de la Oficina de Registro de Instrumento Públicos de 

Bucaramanga”. 

 

Que el 28/02/2007 “(…) la sociedad CENTRAL DE INVERSIONES S.A., 

impetró demanda ejecutiva hipotecaria contra la Dra. OFELIA GÜIZA SAAVEDRA, 

presentado como título base de recaudo el pagaré No. 7483-3 de fecha 21 de junio de 

1994 y la escritura pública No. 2124 de fecha 2 de junio de 1994 otorgada en la 

Notaria Segunda de Bucaramanga, omitiendo conformar en debida forma, el titulo 

ejecutivo, por cuanto no allegó o aportó la restructuración del crédito de conformidad 

con lo ordenado por el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, en la que se evidenciara el 

incumplimiento del pacto de restructuración”. 

 

Que la demanda ejecutiva formulada tiene como objeto “(…) 8.1. El pago de 

178.852,66 UVR, correspondiente a las cuotas vencidas, desde el mes de enero del 

año 2000 hasta el día 21 de enero del año 2007, equivalentes a la suma de 
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VEINTICUATRO MILLONES SETECIENTOS NOVENTA Y UN MIL TRESCIENTOS 

SETENTA Y TRES PESOS CON CINCUENTA Y DOS CENTAVOS ($24.791.373,52). 

8.2. El pago de los intereses moratorios sobre la anterior cantidad a la tasa del 11% 

anual, liquidados en UVR, desde que se hizo exigible cada obligación y hasta cuando 

se cancele lo adeudado. 8.3. Por la cantidad equivalente a 99.885,44 UVR 

correspondiente al CAPITAL ACELERADO desde el 28 de febrero de 2007”. 

 

Que el crédito de vivienda adquirido por la demandada no fue reestructurado 

bajo los parámetros de la Ley 546 de 1.999, a pesar de que “(…) eran y son óptimas 

para pactar la reestructuración del crédito cobrado”. 

 

Que dentro de este asunto se libró mandamiento ejecutivo “(…) omitiendo en el 

juicio de admisibilidad dicho operador, verificar la exigibilidad de la obligación a la luz 

de lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley 546 de 1991, esto es, omitió verificar si el 

título arrimado, comprendía la reestructuración del crédito y la mora en las nuevas 

condiciones pactadas”. 

 

Que en la sentencia SU-813 de 2007, la Corte Constitucional estableció: “(…) 

12.1. Que la reestructuración del crédito a 31 de diciembre de 1990, debía hacerse sin 

el computo de los intereses causados a dicha fecha, esto es, estableció la 

condonación de intereses. 12.2. Que en ningún caso podrá cobrarse intereses 

causados antes de ser definida la reestructuración del crédito. 12.3. Que no será 

exigible la obligación financiera hasta tanto no termine el proceso de 

reestructuración”. 

 

Que según información obtenida de la demandada, ésta “(…) nunca fue 

informada, ni requerida, ni notificada para ponerle en conocimiento ninguna 

restructuración del crédito, así mismo tampoco pactó con su acreedor nuevas 

condiciones sobre el mentado crédito, siendo en consecuencia el crédito cobrado, el 

mismo que le fue otorgado en la modalidad de UPAC, con la sola conversión del 

capital a UVR. Lo que no se acompasa con lo dispuesto y ordenado por el legislador 

en el artículo 42 de la ley 546 de 1999”. 

 

Que una vez se contestó la demanda, se dictó sentencia de primera y segunda 

instancia, se fijó fecha y hora para celebrar el remate y se adjudicó al acreedor el 

predio objeto de la garantía real, la parte demandante “(…) solicitó que el proceso se 

siguiera tramitando como un ejecutivo mixto, pidiendo en consecuencia de manera 

inmediata nuevos embargos sobre varios inmuebles de la Dra. GÜIZA SAAVEDRA”. 

 

Que el proceso de la referencia se ha adelantado a “(…) ultranza de lo 

establecido por la Ley 546 de 1999 y la Sentencia SU 813 de 2007 (Contra Legem), 
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esto es, sin que medie restructuración del crédito otorgado a la Dra. OFELIA GÜIZA 

SAAVEDRA para la adquisición de vivienda, situación que ha causado en la parte 

ejecutada sendos daños patrimoniales como extrapatrimoniales. Pues se convirtió 

este trámite, en el escenario a través del cual se legitimó una situación de hecho 

(inexistencia de la restructuración del crédito), para enriquecer a una parte (La 

ejecutante), con el correlativo empobrecimiento de la otra (La ejecutada)”. 

 

Que dentro del proceso ejecutivo se han seguido dictado medidas cautelares, 

en contra de los derechos de la parte ejecutada.  

 

Que en este asunto la parte demandada “(…) NO ORIGINÓ, NI DIO LUGAR a 

los hechos constitutivos de la NULIDAD ALEGADA”. 

 

Que la ejecutada “(…) tiene y le asiste interés para proponer la presente 

NULIDAD CONSTITUCIONAL, teniendo en cuenta que esta, surge o nace de la 

violación al DERECHO A NO SER JUZGADA sino conforme a las leyes prexistentes y 

CON OBSERVANCIA DE LA PLENITUD DE LAS FORMAS PROPIAS DE CADA 

JUICIO y por ende de la violación al DEBIDO PROCESO (Art. 29 de la Constitución 

Política), ya que al admitirse y adelantarse la presente ejecución, se desconoció por 

parte de los falladores de primera y segunda instancia, las formas propias del juicio 

ejecutivo hipotecario establecidas por la Ley 546 de 1999, esto es, la nulidad alegada 

nace de la pretermisión de los jueces de instancia de la reestructuración del crédito, 

ordenada por el artículo 42 de la ley 546 de 1999, como elemento integrador del título 

ejecutivo complejo o compuesto que servía de base de recaudo, para esta clase de 

ejecuciones (Créditos otorgados en UPAC para la adquisición de vivienda), y que su 

ausencia impedía adelantar el cobro4 , entre otras cosas porque la obligación cobrada 

es inexigible (Sentencia SU 813/2007)”.  

 

A C T U A C I Ó N J U D I C I A L 
 

El 27/04/2022, se presentó el escrito contentivo de la nulidad por la parte 

demandada y el mismo se remitió por la vía virtual a la parte ejecutante bajo los 

preceptos del Decreto 806 de 2.020 –vigente para el momento en que se interpuso el trámite 

que se está zanjando-. De ahí, que se prescindiera del traslado previsto en el artículo 129 

del C.G.P.  

 

Dentro del término establecido en el parágrafo del artículo 9º del Decreto 806 

de 2.020, la parte ejecutante se pronunció acerca de la nulidad impetrada de este 

modo:  
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Que en todo proceso “(…) existe un control de legalidad, art 132 CGP, para 

cada etapa procesal de manera que, al plantear un incidente, deberá actuarse de 

acuerdo con las normativas legales existentes, esto es, además de las formalidades 

legales, los principios generales que permiten que las partes intervinientes realicen 

sus actuaciones de acuerdo con la secuencia lógica y la celeridad manifiesta del 

desarrollo de la función y objetivo procesal”. 

 

Que lo propuesto por la parte demandada se torna extemporáneo, en razón a 

que “(…) conforme copiosa evidencia documental que obra en autos, la pasiva 

propició varias actuaciones procesales antes de formular el incidente de marras, 

dando lugar a la hipótesis prevista en el inciso segundo del Artículo 135 del C.G.P, 

que imposibilita la alegación del vicio a la parte que hubiese previamente actuado en 

el expediente sin proponerla”.  

 

Que a partir de lo planteado, se debe desestimar el incidente de nulidad 

invocado.  
 

 

Agotado el rito propio del trámite impetrado corresponde ahora resolverlo con 

pie en las siguientes,  
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

Es importante tener en cuenta que tratándose de nulidades judiciales se tiene 

que éstas son circunstancias que en consideración del legislador se erigen en vicios 

tales que impiden la existencia real de un proceso judicial. El proceso como 

continuación de actos que tienden a la acción de una pretensión está sumiso a una 

serie de formalidades, y el quebrantamiento de éstas conduce a un sin número de 

resultados procesales materia que es reglada en estos momentos en el capítulo II, 

título IV de la sección segunda del libro 2º del Código General del Proceso, en donde 

se encuentran tipificadas las causales de dichos vicios, las oportunidades y requisitos 

para alegarlos, el trámite para desatarlos, la forma de declararse y sus efectos, al 

igual que los eventos de saneamiento.  

 En nuestro derecho positivo, las nulidades procesales están regidas por tres 

principios pilares: especificidad, protección y convalidación. El primero, establece que 

ninguna actuación del proceso puede ser declarada nula si la causal no está 

expresamente prevista en la ley. Las causales de nulidad son limitativas y no es 

admisible extenderlas a informalidades o irregularidades diversas. El segundo, se 

relaciona con la legitimidad y el interés para hacer valer la irregularidad como vicio de 

nulidad, pues ésta no se configura en tanto no se verifique una lesión a quien la alega. 

Por último, el principio de la convalidación que hace referencia a la posibilidad del 

saneamiento, expreso o tácito, lo cual hace desvanecer el vicio, salvo los casos en 

donde por primar el interés público no se acepta este tipo de disponibilidad.  
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 En el caso que ocupa la atención del Despacho, se observa que la interesada 

en que se declare la nulidad de todo lo actuado a partir del mandamiento de pago 

proferido es la demandada OFELIA GUIZA SAAVEDRA, quien da a entender, por 

medio de su vocero, en el escrito contentivo de la súplica, que se le ha transgredido 

su derecho al debido proceso, en razón a que dentro de este proceso no se ha 

cumplido con el requisito de la reestructuración prevista en la Ley 546 de 1.999, a 

pesar de que las condiciones “(…) eran y son óptimas para pactar la reestructuración 

del crédito cobrado”. 

 Sin lugar a dudas, en sentir de este Despacho, la demandada OFELIA GUIZA 

SAAVEDRA está legitimada para proponer la nulidad en cuestión, toda vez que al 

tratarse de un proceso ejecutivo que no termina con la firmeza de la sentencia ni 

mucho menos con el remate del bien objeto de la garantía real, se siguen cursando 

actuaciones en busca del cumplimiento del objeto del juicio, que es la efectividad total 

de la acreencia que se cobra. 

 Superado el estudio del caso en lo que corresponde a la legitimación para 

haber radicado la solicitud de nulidad, el Despacho luego de estudiar detalladamente 

el vicio invocado por la parte ejecutada OFELIA GUIZA SAAVEDRA, vislumbra que 

NO se configura dentro del asunto bajo examen el mismo. A continuación se explica 

cómo es que se llega a la postrera conclusión: 

La demanda que generó este pleito fue presentada el 28/02/2007, por parte de 

CENTRAL DE INVERSIONES S.A. CISA como cesionaria de la CORPORACIÓN 

GRANCOLOMBIANA DE AHORRO Y VIVIENDA GRANAHORRAR BANCO 

COMERCIAL S.A., en contra de OFELIA GUIZA SAAVEDRA, con el fin de iniciar un 

proceso EJECUTIVO HIPOTECARIO, adosándose como título base de recaudo el 

pagaré No. 7483-3, cuya obligación fue pactada en UPAC y la escritura pública No. 

2124 del 02/06/1994 elevada ante la Notaría Segunda del Círculo de Bucaramanga. 

 

A partir de lo anotado, se tiene entonces que la demanda fue incoada con 

posterioridad a la vigencia de la Ley 546 de 1.999 y antes de la expedición de la 

sentencia SU-813 de 2.007, esto es, el 04 de octubre de 2.007, lo cual en principio, 

haría pensar que en el presente asunto no es posible exigir la reestructuración de la 

obligación, pues ésta era aplicada a los deudores que al 31 de diciembre de 1.999 se 

encontraban en mora, según el parágrafo 3º del artículo 42 de la Ley 546 de 1.999. 

 

Conforme a los pronunciamientos de la Corte Constitucional y la Sala Civil-

Familia del Tribunal Superior de Bucaramanga, se había entendido que la terminación 

y posterior reestructuración, fue precisamente para los deudores que tenían procesos 

judiciales antes del 31 de diciembre de 1.999 y se encontraban en mora, lo cual no 
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aplicaría en el presente asunto, pues la aquí ejecutada, según el líbelo introductorio 

incurrió en mora desde el 21/01/2000, como se contiene en el hecho 9º del anotado 

escrito.  Emerge entonces, que si la parte demandada se encontraba al día, no había 

lugar a la reestructuración, pues sencillamente se aplicó el alivio y continuó con el 

plan de pagos, conforme se expuso en la sentencia SU-787 de 2.012 en los 

siguientes términos: 

 

“Así, tratándose de deudores que se encontraban al 

día, aplicados la reliquidación y los abonos previstos 

en la ley, la obligación seguía su curso, en los 

términos en los que había sido pactada, esto es, por 

el plazo que le quedase de vigencia y de acuerdo con 

el sistema de amortización pactado. En las 

obligaciones que se encontraban en mora, a su vez, 

cabían, dos supuestos: que no se hubiese iniciado 

proceso ejecutivo o que ello sí hubiese ocurrido. En el 

primer caso, se trata de la misma situación anterior. 

El deudor, una vez reliquidado el crédito y realizados 

los abonos, tendría que ponerse al día y proseguir 

con el pago de las cuotas pendientes y, de no ser ello 

así, era susceptible de demanda ejecutiva. En el 

segundo caso, se tiene que, por virtud de la mora, se 

había hecho aplicable la cláusula aceleratoria y, por 

consiguiente, se había ejecutado la obligación por la 

totalidad del saldo pendiente. En ese caso, varios 

meses, o incluso años, después de iniciado el 

proceso ejecutivo, si por virtud de la ley, el mismo 

debe darse por terminado y queda algún saldo 

pendiente después de  aplicada la reliquidación y los 

abonos previstos en la ley, era preciso fijar las 

condiciones en las que habría de amortizarse ese 

saldo. Esa situación imponía, en relación con estos 

créditos, distinguir dos situaciones: a) Reliquidación y 

abonos y b) Reestructuración del crédito. (…) De este 

modo, como quiera que el contrato inicial se había 

resuelto, y se había hecho exigible la totalidad de la 

obligación, la terminación del proceso ejecutivo, en el 

evento en el que quedasen saldos insolutos, exigía 

que las partes llegasen a un acuerdo para 

reestructurar el crédito”1 (comillas y cursiva fuera del texto 

original).   

 

 

 

 

                                                 
1 Magistrado Ponente GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO 
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Ahora bien, a pesar de lo anterior, no se puede perder de vista que en 

cualquier etapa procesal le asiste al Juez la facultad de examinar el título ejecutado, a 

efectos de corroborar su idoneidad como base de la ejecución, máxime cuando la 

obligación que aquí se ejecuta, como se corrobora en los hechos de la demanda, 

corresponde a aquellas que se encuentran cobijadas por la Ley 546 de 1.999; por lo 

que corresponde a este operador judicial verificar que el ejecutante haya adosado 

junto con el título base de recaudo, los soportes pertinentes para acreditar la 

reestructuración del crédito, pues, de él depende que el proceso pueda continuar. 

Puestas de este modo las cosas, el Despacho desciende a precisar que el 

tema de la reestructuración no ha sido pacifico dentro de la actividad judicial, a tal 

punto que la jurisprudencia emanada de la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bucaramanga como la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia han adoptado diferentes posturas y matices frente al tema en cuestión, 

debiendo entonces los operadores judiciales de menor grado entrar a establecer los 

alcances y avances de la jurisprudencia para aplicar a los casos bajo competencia lo 

allí dispuesto. 

Es así, que el avance de lo enseñado por la jurisprudencia se muestra evidente 

en lo dispuesto en el auto2 de Sala Especializada de fecha 02/06/2017 emitido por la 

Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga dentro 

del proceso ejecutivo identificado con la radicación No. 68001-31-03-012-2017-00011-

01. Interno: 159/2017, en donde al estudiar un caso que guarda entera relación con 

el aquí examinado se consideró que “LA REESTRUCTURACIÓN DEL CRÉDITO, EN 

LA JURISPRUDENCIA PATRIA ACTUAL, YA NO ES UNA LIMITACIÓN 

INSUPERABLE”, ratificándose entonces en dicha decisión la siguiente regla que 

emana de los diferentes pronunciamientos emitidos por esa Colegiatura que se citan 

dentro del auto en cuestión. Dicha regla es:   

 

Habrá casos en que la reestructuración del 
crédito no comulga con los fines que con ella 
se buscan garantizar, como son aquellos en 
que la situación económica del deudor permite 
afirmar que no podrá hacer frente al pago de la 
obligación refinanciada.  

 

A la anterior conclusión arribó el Tribunal luego de exponer:  

“(…) Y es claro que los planteamientos de la 
sentencia SU-787 de 2012 no habían calado aún en 
la doctrina constitucional que sobre la materia tenía 
sentada la Corte Suprema de Justicia, dado que, al 
conceder el amparo promovido, esa Corporación 
tuvo a su vista el argumento primordial que conllevó 
a que el Despacho del señor Magistrado ANTONIO 

                                                 
2 Magistrado Ponente: CARLOS GIOVANNY ULLOA ULLOA. 
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BOHÓRQUEZ ORDUZ considerara que la 
reestructuración del crédito no resultaba forzosa, 
relativo a la existencia de un embargo por un 
proceso coactivo en que se perseguía el inmueble 
hipotecado, como que en los antecedentes del fallo 
de tutela se hizo expresa mención de tal motivación, 
y, aún así, la decisión no fue otra que la de enarbolar 
el carácter inexpugnable de la tan mentada 
diligencia previa, sin que se suministrara un 
contraargumento ni fundamento adicional sobre el 
porqué no se compartía dicho entendimiento que a 
la problemática brindó tal Sala Unitaria del Tribunal. 
Se patentiza, entonces, que la hermenéutica que 
sobre el asunto tenía para ese tiempo la Corte 
Suprema de Justicia, confluía en la máxima según la 
cual la reestructuración del crédito era siempre 
necesaria, de suerte que la indicada salvedad u otra 
alternativa sobre el punto no estaban llamadas a 
tener eco.  
 
De hecho este Tribunal, armonizando de alguna 
manera las líneas de la Corte Constitucional y de la 
Corte Suprema de Justicia, fijó un precedente que se 
fue enriqueciendo en distintas Salas Especializadas. 
Así, en providencias de 05 de noviembre3 y 4 de 
diciembre de 20134, esta Colegiatura acogió los 
planteamientos de la sentencia SU-787 de 2012, tras 
reconocer que en efecto, como lo puntualizara la 
Corte Constitucional, habrán casos en que la 
reestructuración del crédito no comulga con los fines 
que con ella se buscan garantizar, como son 
aquellos en que la situación económica del deudor 
permite afirmar que no podrá hacer frente al pago de 
la obligación refinanciada;  al paso que se prohijó la 
doctrina de la Corte Suprema de Justicia sobre el 
deber del Juez, en recto acatamiento del art. 497 del 
C. de P. C. vigente a la sazón, de examinar de oficio 
la concurrencia de los requisitos formales del título 
ejecutivo, entre ellos el cumplimiento de la 
reestructuración del crédito, pero restringiendo el 
Tribunal el uso de esa facultad para que no se 
acudiera a ella después de la expedición de las 
sentencias que dieran clausura al debate, merced de 
la seguridad jurídica por la que han de velar las 
actuaciones judiciales y en respeto, además, de 
principios tan caros a un Estado Social de Derecho, 
como el de economía procesal y el de preservación 
de los derechos de terceros de buena fe adquirentes 
de los inmuebles hipotecados que se vendieran en 
pública subasta.”  

 

Fue así, que a partir de la expedición del anotado auto emanado de la Sala 

Especializada del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga, se debe 

entender que no es automática la terminación del proceso por la falta de 

reestructuración del crédito que contempla la Ley 546 de 1.999, sino que el juzgador 

                                                 
3 Rad.: 68001-31-03-008-2013-00157-02. Int.: 703/13. M.P. Mery Esmeralda Agón Amado. 
4 Rad.: 68001-31-03-010-2011-00312-01. Int.: 770/13. M.P. María Carolina Flórez Pérez.  
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debe verificar la capacidad de pago del deudor para someterse a dicho beneficio, 

pues, no tenerla, sería inane y violatorio del principio de economía procesal. 

Recordemos lo que se dijo allí al respecto:  

 

“(…) Por consiguiente, a la luz de la vigente 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 
reiterada en sinnúmero de oportunidades, lo que la 
eleva a rango de doctrina probable a tono con el art. 
230 superior y la sentencia C-836 de 2001, y, por 
tanto, de obligatoria aplicación por el Tribunal, 
conforme lo precisan, asimismo, los arts. 7º y 42, 
numeral 7º, del C. G. del P., refulge diamantino que 
el fundamento que tuvo en cuenta el señor 
Magistrado ANTONIO BOHÓRQUEZ ORDUZ para 
revocar el auto que decretó la terminación de la 
ejecución anterior, siendo tal proveído de segunda 
instancia invalidado como consecuencia del 
resguardo otorgado por la Corte Suprema de 
Justicia, hoy día adquiere todo su vigor para permitir 
a la hora de ahora la procedencia del cobro 
compulsivo que se reformula por la actual cesionaria 
del crédito, comoquiera que ésta acompañó a la 
demanda prueba certera de que los demandados 
adeudan al MUNICIPIO DE BUCARAMANGA la 
suma de $9.383.000, con corte a 01 de julio de 
2016, por concepto de impuesto predial unificado del 
inmueble hipotecado, rubro que están en mora de 
pagar desde el año 2010, de acuerdo al documento 
de “estado de cuenta impuesto predial unificado” 
anexo al libelo genitor (folios 122 a 124 del C. 1), 
soportando la heredad un “embargo por impuestos 
municipales”, según se sigue de la anotación No. 19 
del certificado de libertad y tradición expedido el día 
19 de enero hogaño por la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos de Bucaramanga,  también 
adjunto a las diligencias por la demandante (folios 46 
a 51 ibíd.).  
 
En efecto, la cifra que los demandados deben al 
mentado ente territorial, que no es despreciable y 
que han dejado acumular a lo largo de 7 años, 
incluso después de finiquitado el segundo proceso 
ejecutivo, deja entrever que carecen de capacidad 
de pago para asumir no solo esa obligación, sino 
también el costo del crédito de vivienda de 
importancia, con lo que de suyo exigir la 
reestructuración de este último como presupuesto de 
procedencia de la ejecución, no persigue un 
propósito constitucionalmente plausible y sí luce 
como una valla injustificada al interés legítimo de la 
ejecutante de recuperar su inversión.  
 
Así las cosas, se equivocó la señora Jueza a quo al 
no estimar este ingrediente de la ejecución 
propuesta, muy a pesar de que el mismo se resaltara 
en el hecho octavo (8º) de la demanda, persistiendo 
en el requerimiento de un elemento inocuo en este 
asunto (…)”.   
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De igual modo, se tiene que para el 07/02/2018 se expidió por parte de la Sala 

de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia la sentencia5 de tutela STC1384-

2018, en la cual acerca de la capacidad de pago del deudor respecto al trámite de la 

reestructuración prevista en la Ley 546 de 1999 y la terminación del proceso ejecutivo 

por no encontrarse cumplido dicho trámite, se hizo hincapié en lo siguiente:   
 

“(…) De otro lado, téngase en cuenta que la  falta de 
análisis por parte de la Colegiatura accionada 
respecto de la potencialidad de pago del ejecutado, 
es irrelevante, «pues aun cuando se ha aceptado la 
imposibilidad de finiquitar un litigio como el 
comentado cuando se evidencia la falta de 
capacidad económica de los deudores, a pesar de 
no existir reestructuración, esa conclusión sólo ha 
sido avalada si el bien hipotecado está siendo objeto 
de cautelas adicionales a las decretadas en el 
hipotecario, lo cual impide salvaguardar el derecho a 
la vivienda» (ver en CSJ STC10999-2017), y tales 
medidas no fueron halladas por dicha autoridad al 
momento de emitir el proveído cuestionado”. 

 

Igualmente, en la anotada providencia se dejó establecido frente al tema de la 

capacidad de pago del deudor que:  
 

“en punto de la verificación de la capacidad de pago 
de los ejecutados, es del caso precisar, que aunque 
en los precedentes de esta Sala y del órgano de 
cierre constitucional se ha puntualizado, que es 
deber del Juez del conocimiento analizar esa 
particular temática en asuntos como el que hoy se 
censura, lo cierto es que dicha carga se circunscribe 
a la verificación en el mismo proceso de la existencia 
de otros procesos ejecutivos en contra de los 
obligados, embargos fiscales, particulares o de 
remanentes, siempre y cuando, se reitera, en el 
litigio se tenga noticia de ello, los deudores hubiesen 
aceptado estar en alguno de los eventos descritos 
en líneas anteriores o en su defecto, la parte 
ejecutante, adose las pruebas pertinentes y 
conducentes para acreditar las circunstancias 
precedentes, lo que de contera, daría al traste con el 
pretendido finiquito procesal, sin que ello haya tenido 
ocurrencia en el juicio criticado, pues no solo, no 
existían embargos de ninguna clase, sino que, 
únicamente hasta que se acudió al amparo, se 
expuso sobre la existencia de la otra controversia 
ejecutiva» (citada en CSJ STC14491-2017)”. 

 

 

 

                                                 
5 M.P. ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO, sentencia proferida en el expediente identificado con la radicación n.° 11001-
02-03-000-2018-00126-00.  
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Así entonces, se logra concluir a la luz de la jurisprudencia reinante que al 

momento de estudiar la viabilidad de la terminación del proceso ejecutivo hipotecario 

por falta de la reestructuración prevista en la Ley 546 de 1.999, se debe analizar por 

parte del Juez lo concerniente a la capacidad de pago del demandado; y si se llega a 

demostrar dentro del proceso de cobro respectivo que en contra del deudor o 

deudores se sigue otros procesos ejecutivos que conlleven a  “embargos fiscales, 

particulares o de remanentes, siempre y cuando, se reitera, en el litigio se tenga 

noticia de ello” o que el bien dado en garantía este “siendo objeto de cautelas 

adicionales a las decretadas en el hipotecario”, se revela como inane solicitar la 

anotada reestructuración del crédito, pues, brillaría por su ausencia la falta de 

capacidad de pago del deudor que le permitiría hacer frente al pago de la obligación 

refinanciada.  

 

Son suficientes entonces los anteriores planteamientos para entender con 

suma claridad que en este caso se vuelve vano solicitarle al demandante que cumpla 

con el requisito de la reestructuración previsto en la Ley 546 de 1.999, por cuanto si 

bien es cierto el crédito que aquí ejecuta proviene de un pagaré que respalda un 

crédito de vivienda, según lo contenido en el hecho 2º de la demanda, no menos 

cierto es que dentro de este proceso ejecutivo para el momento en que se produjo su 

adjudicación al acreedor por cuenta del crédito (22/07/2016), recaía dos embargos de 

remanente o de los bienes que se llegaren a desembargar a la parte demandada 

OFELIA GUIZA SAAVEDRA, así: (i) embargo de remanente ordenado por el Juzgado 

Cuarto Laboral del Circuito de Bucaramanga dentro del proceso ejecutivo laboral 

identificado con la radicación No. 2002-00325-01; (ii) Juzgado Octavo Civil Municipal 

de Bucaramanga dentro del proceso ejecutivo singular identificado con la radicación 

No. 68001400300820160005600.  

 

De este modo, aparece con certeza que dentro del caso analizado para el 

momento en que se produjo la adjudicación del inmueble objeto de la garantía real al 

acreedor y para la hora de ahora existen embargos de distintas sedes judiciales sobre 

el remanente o los bienes que se llegaren a desembargar a la parte demandada, lo 

cual permite concluir la falta de capacidad de pago de dicho extremo procesal y, por 

tanto, resulta vano exigirle al acreedor que proceda agotar el trámite de la 

reestructuración que ordena la Ley 546 de 1.999, como lo adujo la Sala Especializada 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga en su auto de fecha 

02/06/2017, en el cual se dejó advertido: 
 

“(…) En efecto, la cifra que los demandados deben 
al mentado ente territorial, que no es despreciable y 
que han dejado acumular a lo largo de 7 años, 
incluso después de finiquitado el segundo proceso 
ejecutivo, deja entrever que carecen de capacidad 
de pago para asumir no solo esa obligación, sino 
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también el costo del crédito de vivienda de 
importancia, con lo que de suyo exigir la 
reestructuración de este último como presupuesto de 
procedencia de la ejecución, no persigue un 
propósito constitucionalmente plausible y sí luce 
como una valla injustificada al interés legítimo de la 
ejecutante de recuperar su inversión (…)”.  

 
 

En tal orden de ideas, el Despacho bajo las consideraciones que preceden 

denegará la nulidad que se interpuso por la demandada OFELIA GUIZA SAAVEDRA 

y, por ello, se abstendrá de ordenar la terminación de este proceso ejecutivo, según 

los parámetros establecidos en la Ley 546 de 1.999 y los argumentos de autoridad 

sentados por la jurisprudencia emanada de la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bucaramanga y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia que se han referido en esta providencia.  

 

Por otra parte, cabe destacar, que la nulidad que se está resolviendo no 

solamente ataca lo ordenado en el mandamiento de pago, sino además decisiones 

posteriores, como lo es la adjudicación a favor del acreedor del inmueble rematado, lo 

cual no se vuelve viable, por cuanto el artículo 455 del C.G.P –vigente para el momento en 

que se produjo la adjudicación (22/07/2016)- es claro en preceptuar que: “(…) Las 

irregularidades que puedan afectar la validez del remate se considerarán saneadas si 

no son alegadas antes de la adjudicación. Las solicitudes de nulidad que se formulen 

después de ésta, no serán oídas”. 

 

Puestas las cosas de este modo, la nulidad tendrá que ser denegada, 

imponiéndose, claro está, a su promotora las costas procesales generadas de 

acuerdo a lo previsto en el inciso 2º del numeral 1º del artículo 365 del C.G.P.   

 

  Finalmente, se dejará por sentado que el Despacho se abstuvo de decretar la 

prueba documental a oficiar solicitada por la parte ejecutada, en virtud de estas 

razones especiales: (i) porque el numeral 10º del artículo 78 del C.G.P enseña que es 

deber de las partes: “(…) Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de 

documentos que directamente o por medio del ejercicio de derecho de petición 

hubiere podido conseguir”; (ii) porque el proceso ejecutivo con garantía real cuenta 

con las pruebas suficientes para decidir acerca de la nulidad invocada por la parte 

demandada, máxime cuando los documentos allegados por el extremo ejecutado al 

momento de interponer la nulidad, no fueron tachados ni redargüidos de falsos por la 

parte demandante.  

 

Por lo expuesto, el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN 

DE SENTENCIAS DE BUCARAMANGA, 
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R E S U E L V E: 
 

 

PRIMERO: NEGAR la declaración de nulidad interpuesta por la ejecutada 

OFELIA GUIZA SAAVEDRA, por lo expuesto en la parte motiva de este proveído.  

 

SEGUNDO: CONDENAR a la demandada OFELIA GUIZA SAAVEDRA a 

pagar a favor de la parte demandante las costas que se causaron en este trámite, al 

habérsele resuelto de manera desfavorable su solicitud de nulidad, tal y como lo regla 

el inciso 2º del numeral 1º del artículo 365 del C.G.P. Por el Centro de Servicios 

Judiciales, procédase con lo de rigor.  

 

TERCERO: FÍJAR el valor de las agencias en derecho causadas en este trámite 

en la suma de ($550.000.oo). Inclúyase dicho valor en la respectiva liquidación de 

costas que se debe producir a cargo de la parte demandada.  

CUARTO: RECONOCER personería al abogado HÉCTOR JEYNNER 

TOLOSA AMADO, identificado con la T.P. No. 244.757 del C.S.J, para que actúe en 

nombre y representación de la parte demandada, según las facultades concedidas en 

el poder conferido.  

QUINTO: En razón a que el proceso de la referencia se encuentra digitalizado, 

se indica a las partes y a sus apoderados judiciales que a través del correo 

electrónico ofejcmbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co podrán solicitar ante la Secretaría 

del Centro de Servicios el envío del expediente digital. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

IVÁN ALFONSO GAMARRA SERRANO 

JUEZ 

Para NOTIFICAR a las partes el contenido del anterior 

auto, éste se anota en la Lista de ESTADOS No 105 Que 

se ubica en un lugar público de la Secretaría de la Oficina 

de Ejecución durante todas las horas hábiles del día 15 

DE JUNIO DE 2.022. 

 

MARIO ALFONSO GUERRA RUEDA 

Profesional Universitario Grado 12 
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<j03ecmbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Oficina De Ejecucion Civil Municipal - Seccional Bucaramanga
<ofejcmbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Oficina Ejecucion Civil Municipal - Seccional Bucaramanga
<ofejcm03buc@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: elizabethvbj0824@gmail.com <elizabethvbj0824@gmail.com>;ofeliags@hotmail.com
<ofeliags@hotmail.com>;OFELIAGUIZASAAVEDRA@gmail.com <OFELIAGUIZASAAVEDRA@gmail.com>

Bucaramanga, 21 de junio de 2022.
 
 
Señor
JUEZ TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE BUCARAMANGA
j03ecmbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co
ATT. Dr. IVÁN ALFONSO GAMARRA SERRANO
E.S.D.
 
 
 
 

REF:     EJECUTIVO HIPOTECARIO de CISA S.A. contra OFELIA GÜIZA SAAVEDRA. RAD.:
68001-40-03-014-2007-00171-01

           
 
Cordial saludo,
 
 
Obrando en mi condición de apoderado judicial de la Dra. OFELIA GÜIZA SAAVEDRA, parte ejecutada dentro
del proceso de la referencia, de manera atenta acudo a su Despacho y me permito allegar:
 

1.     Recurso de reposición y en subsidio de apelación formulado contra el auto de fecha 14 de junio de
2022 (fijado en la lista de estados No. 105 de fecha 15 de junio 2022) en un archivo en formato PDF de diez (10)
folios útiles.
 
2.     Documento en formato PDF contentivo de:

 
a.    Anexo ORIP San Gil, del Proyecto arquitectónico San Gil matrícula 319-69100 (1 folio);
b.    Anexo ORIP San Gil, del Proyecto arquitectónico San Gil matrícula 319-69104 (1 folio;)
c.     Página de Consulta de los bienes de propiedad de OFELIA GUIZA SAAVEDRA de la
Superintendencia de Notariado y Registro: Apartamento 1303 Edificio La Foret, matrícula 300-
40207; Apartamento 402 Edificio Panorama Campestre matrícula 300-173306; apartamento 701
Torre 3 Urb. Conucos Plaza matrícula 300-295 274; Predio Buenos Aires Lebrija matrícula 300-97964;
apartamento 2-402, parqueaderos y bodega, Playa Dormida Santa Marta matrículas 080-117056,
080-116892 y 080-116993 (1 folio);
d.    Folio del Proyecto Arquitectónico La Pradera en Barichara
 (Parcelación 24 lotes), matrícula 302-10577, (3 folios);
e.     Anexo ORIP Bucaramanga, predio La Esperanza, folio 300-
2546 (1 folio);
f.       Tarjeta propiedad Camioneta VOLVO T-6, placas EBQ965 (1 folio)
g.      Tarjeta propiedad Camioneta HONDA CRV-EXL, placas HDL031(1 folio) y
h.     Denuncia con radicado 680016000160202257452 que cursa en la Fiscalía Décima Seccional
de Bucaramanga (11 folios).

 
 

Sin otro particular, del Señor Juez,
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Atentamente.

 
 

                         HÉCTOR JEYNNER TOLOSA AMADO
                                                  C.C. 1.098.685.884 DE BUCARAMANGA
                                                  T.P. No. 244.757 del C.S. de la J.
 

Héctor Jeynner Tolosa
Amado
Abogado

+57 315 822 8956

jeynner.tolosa@gmail.com

https://jeynner-tolosa-abogado.jimdosite.com/

Calle 35 No. 12 - 52 Oficina 223 Edificio Nasa -

Bucaramanga - Col.

facebook instagram
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Bucaramanga, 21 de junio de 2022. 

 

 

Señor 

JUEZ TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE BUCARAMANGA  

j03ecmbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

ATT. Dr. IVÁN ALFONSO GAMARRA SERRANO  

E.S.D. 
 

 

 

 

 

REF:  EJECUTIVO HIPOTECARIO de CISA S.A. contra OFELIA 

GÜIZA SAAVEDRA. RAD.: 68001-40-03-014-2007-00171-01  
   

 

Cordial saludo,  

 

 

Obrando en mi condición de apoderado judicial de la Dra. OFELIA GÜIZA 

SAAVEDRA, parte ejecutada dentro del proceso de la referencia, de manera 

atenta acudo a su Despacho estando dentro del término de ejecutoria del auto 

de fecha 14 de junio de 2022 (fijado en la lista de estados No. 105 de fecha 15 de junio 2022), 

y me permito manifestarle que contra esta providencia interpongo RECURSO DE 

REPOSICIÓN y en subsidio el de APELACIÓN. Los cuales sustento como paso a 

exponer: 

 

I. DE LA INCONFORMIDAD 

 

Del auto recurrido generan inconformidad aspectos tales como:  

 

1.  Que el despacho deje a un lado y/o inaplique la doctrina probable y el 

precedente, que sobre la materia objeto de litigió ha fijado la Corte 

Suprema de Justicia, por dar aplicación a la postura que al respecto tiene 

sentada la sala civil del tribunal superior de este distrito judicial, la que valga 

la pena indicar discrepa del alcance fijado por el máximo órgano de cierre.  

 

Por lo anteriormente dicho podría pensarse, que, el juez de instancia, se 

encuentra en una aparente encrucijada, en cuanto a escoger qué postura 

debe aplicar a un caso específico (por cuanto los dos órganos son sus superiores 

jerárquicos), no obstante, la encrucijada en que podría pensarse se encuentra 

el juez de instancia, es solo aparente, porque recuérdese que el artículo 41 

de la ley 169 de 1896, le brinda la salida y solución a tal aparente conflicto, 

al indicar que “tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como 

Tribunal de casación sobre un mismo punto de derecho, constituyen 

doctrina probable.” 

 

 
1 “…Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como Tribunal de Casación sobre un 

mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán aplicarla en casos 

análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue erróneas las 

decisiones anteriores.” 
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En consecuencia, la postura que debe aplicarse a este asunto como se vio, 

es la adoptada por la Corte Suprema de Justicia y no la de este Tribunal, 

porque quien tiene la facultad de unificar la jurisprudencia es la primera y no 

la segunda.  

 

En tal sentido, descendiendo al caso que nos ocupa, en casos como este, 

pertinente es traer a colación la postura de la Corte en comento (sentencia 

STC9367-2019):  

 
“…5. El escenario planteado evidencia el menoscabo de la prerrogativa aludida y el 

desconocimiento de la jurisprudencia de esta Sala, por cuanto correspondía desatar de fondo 

los reparos elevados por el solicitante en cuanto a la “(…) falta de alivio (…)” y 

reestructuración de la obligación. Por tanto, ha debido el juzgado revisar si el allí ejecutante 

adosó junto con el título base de recaudo, los soportes pertinentes para acreditar, 

particularmente, el último de los señalados presupuestos, pues, como lo ha dicho esta Corte, 

esos documentos  

 

“(…) conforman un título ejecutivo complejo y, por ende, la ausencia de alguno de estos no 

permitía continuar con la ejecución (…)”. 

 

“Al respecto, la Corte en un asunto de similares contornos consideró que: 

 

“(…) Si bien podría decirse en gracia de discusión que el funcionario judicial no se refirió a 

dicha cuestión, es decir, si la obligación había sido objeto de reestructuración, por estimar 

que el proceso ejecutivo hipotecario se originó en el 2011 y porque no se demostró la 

existencia de saldos insolutos antes del 31 de diciembre de 1999, tales aspectos no podrían 

considerarse suficientes para desestimar per sé dicho tópico, sobre todo, por tratarse el 

asunto de un crédito para la adquisición de vivienda, situación que ameritaba interpretarse 

con mayor énfasis a la luz de la Carta Política y la doctrina constitucional (…)”. 

 

“En esa línea, pretirió exaltar la viabilidad de la reestructuración, en virtud de los 

lineamientos contenidos en el artículo 42 ejúsdem, y en la providencia SU-813 de 2007, en 

particular, porque la concesión de tal beneficio “(…) no depende de la existencia de un 

proceso ejecutivo o de si la obligación estaba al día o en mora [a corte de 31 de diciembre 

1999] (…)” (…) (CSJ STC2747-2015, 12 mar. 2015, rad. 2015-00037-01) (…)” (CSJ 

STC10207-2016; sobre el particular, ver también STC8655-2014, STC12052-2015, 

STC15074-2015, STC4933-2016, entre otras). 

 

Por lo anterior, no se comporte su postura y por ende la de este tribunal del 

circulo de Bucaramanga, que indica que no es automática la terminación 

del proceso por falta de restructuración del crédito que contempla la ley 546 

de 1999, esto por cuanto dicha postura abre al juzgador la posibilidad de 

analizar la capacidad de pago del deudor, como requisito sine qua non, 

para acceder a tal restructuración, como si la ley en comento, hubiera 

establecido requisito alguno en tal sentido para optar por la restructuración, 

pues aceptar tal postura como una jurídicamente válida, es desconocer que 

teológicamente la ley 546 de 1999, fue establecida por el legislador para 

evitar que las familias continuaran perdiendo sus hogares y que el estudio de 

admisibilidad de los procesos que ventilen para tales cobros debe estudiar 

a detalle si con el título ejecutivo se acompañó prueba de la restructuración 

del crédito. 

 

De otro lado, no se comparte la postura de este tribunal acogida por su 

despacho, porque según lo dicho por la Corte Constitucional:  
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“…los pormenores acerca de la realización del acuerdo de reestructuración, 

corresponde efectuarlos directamente al demandante y al deudor, o en su defecto 

por aquél, siendo éstos y no el Juez, quienes deben evaluar los criterios de 

viabilidad de la deuda y la situación económica actual de la deudora, para así dar 

paso a establecer nuevas condiciones en cuanto a ‘…plazo, modalidad de 

amortización y tasa de la deuda…2. (Negrilla, subrayado y aumento de fuente no 

textual).  

 

2. Que para negar la nulidad planteada concluya el Despacho:  

 
“…se revela como inane solicitar la anotada reestructuración del crédito, pues brillaría por 

su ausencia la falta de capacidad de pago del deudor que le permita hacer frente al pago de 

la obligación refinanciada.”  

 

Pues con lo anterior, incursionó el Despacho, sin estar autorizado para ello, 

en los pormenores del acuerdo de restructuración del crédito cobrado, en 

punto de entrar a evaluar como criterio de viabilidad de la restructuración 

echada de menos y de la nulidad deprecada, la capacidad económica 

y/o de pago de la ejecutada, omitiendo en todo caso, en primer lugar, que 

la restructuración echada de menos, es un derecho de la pasiva y por tanto 

una obligación para la acreedora, en segundo lugar, que los pormenores 

acerca de la realización del acuerdo de restructuración, corresponde 

efectuarlos directamente al demandante y al deudor, siendo estos y no el 

juez, quienes deben evaluar los criterios de viabilidad de la deuda y la 

situación económica actual de la deudora, para así dar paso a establecer 

las nuevas condiciones en cuanto a plazo, modalidad de amortización y 

tasa de la deuda.   

 

Al respecto la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en 

providencia proferida el día 17 de julio del año 2019 dentro del expediente 

con radicación 68001-22-13-000-2019-00164-01 (STC9367-2019), expresó:  

 
“…los pormenores acerca de la realización del acuerdo de reestructuración, 

corresponde efectuarlos directamente al demandante y al deudor, o en su defecto por 

aquél, siendo éstos y no el Juez, quienes deben evaluar los criterios de viabilidad de 

la deuda y la situación económica actual de la deudora, para así dar paso a 

establecer nuevas condiciones en cuanto a ‘…plazo, modalidad de amortización y 

tasa de la deuda…3. 

 

No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el 

derecho a la reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias 

para la adquisición de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual 

obliga convenir el pago acorde con la realidad financiera de los afectados…” 

 

3. El Defecto Fáctico, en que incurrió el Despacho al haber dado por probado, 

sin estarlo, que: “…brillaría por su ausencia la falta de capacidad de pago del deudor 

que le permita hacer frente al pago de la obligación refinanciada.” pues no hay prueba 

en el plenario que permitan arribar a tal conclusión, por el contrario, y siendo 

prueba irrefutable de la holgada capacidad económica de la ejecutada, 

véase como es el mismo despacho quien mediante auto de fecha 08 de 

 
2 Corte Constitucional, sentencia SU -787 de 2007. 
3 Corte Constitucional, sentencia SU -787 de 2007. 
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junio de 2021 confirmado mediante auto de fecha 16 de febrero de 2022, 

limitó los embargos que sobre dos bienes inmuebles de propiedad de la 

ejecutada solicitó la ejecutante, considerando que para garantizar este 

crédito sería suficiente garantía el inmueble identificado con el folio de 

matrícula inmobiliaria No. 300-295274 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Bucaramanga.  

 

Aunado a lo anterior, al hecho decimo de la nulidad formulada, se indicó 

que las condiciones económicas de la ejecutara eran y son óptimas como 

pasa a verse:  

 

a) Proyecto arquitectónico San Gil matrícula 319-69100…..       $330.000.000; 

b) Proyecto arquitectónico San Gil matrícula 319-69104…..        $330.000.000; 

c) Apartamento 1303 Edificio La Foret, matrícula 300-402077..   $850.000.000; 

d) 1/5 del Proyecto Arquitectónico La Pradera en Barichara 

 (Parcelación 24 lotes), matrícula 302-10577……………..       $3.548.500.000; 

e) Apartamento 402 Edificio Panorama Campestre, matrícu- 

la 300-173306……………………………………………                    $438.000.000; 

f) Apartamento 701 Torre 3 Urb. Conucos Plaza, matrícula 

300-295274…………………………………………………………      $300.000.000; 

 g) 1/7  predio Buenos Aires, Lebrija, matrícula 300-7964………     $100.000.000; 

 h) 1/7 predio La Esperanza, Rionegro, matrícula 300-2546…...     $154.285.714; 

 i)  Cuota parte apartamento 2-402, bodega y parqueaderos 

    Playa Dormida Santa Marta: Matrículas 080-117056, 080-116892 

   Y 080-116993…………………………………………………………..    $200.000.000; 

j) Camioneta VOLVO T-6, placas EBQ965………………….………   $168.000.000; 

k) Camioneta HONDA CRV-EXL, placas HDL031…………………   $  90.000.000. 

                                                                                                            $6.508.785.714 

 

Vista la anterior relación de bienes, se tiene que la capacidad económica o 

patrimonio de la acá demandada, supera los Seis mil quinientos ocho 

millones setecientos ochenta y cinco mil setecientos catorce pesos 

($6.508.785.714,oo). 

 

4. El error de hecho por falso raciocinio4 en que incurrió el Despacho, 

concretamente por la errada valoración que hiciera a la luz del sistema de 

la sana crítica o persuasión racional,  de los procesos con radicados: (i) 2016-

56 que cursó en el Juzgado Octavo Civil Municipal de Bucaramanga (y que 

terminó por pago total sin haberse entrabado la relación jurídico procesal, deuda que es 

preciso aclarar, fue dejada por una arrendataria, situación que la ejecutada desconocía y 

que solo se enteró a través de dicho proceso ejecutivo, por lo que una vez enterada procedió 

a cancelar dicha obligación) y (ii) 2002-00325 que cursa en el Juzgado Cuarto 

Laboral del Circuito de Bucaramanga (Proceso por el cual la acá ejecutada impetró 

denuncia penal por el presunto delito de fraude procesal contra la allí demandante, por 

haber incurrido en conducta penal que actualmente se investiga ante la Fiscalía 

investigación Rad. 680016000160202257452, Fiscalía Décima Seccional de Bucaramanga. 

Esta es la razón por la cual la supuesta obligación mi mandante no la ha cancelado, ello no 

significa entonces, como erradamente lo sostiene usted señor juez “que carezca de capacidad 

económica”, sencillamente está esperando los resultados de la investigación penal ), a los 

 
4 El falso raciocinio se concreta en una equivocación en el proceso de valoración crítica del medio de 

convicción que funda la sentencia, por lo cual entra en contradicción con un razonamiento lógico y/o científico 

que conlleva a una conclusión errada. 
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que según las reglas de la experiencia les atribuyó como mérito, el de 

señalar y/o demostrar la “…la falta de capacidad de pago del deudor que le permita 

hacer frente al pago de la obligación refinanciada.” Pues de haber analizado dicho 

tópico desde la lógica (sana critica) y en conjunto con la información 

obrante en el proceso, se habría percatado, que mediante auto de fecha 

08 de junio de 2022 (confirmado mediante auto de fecha 16 de febrero de 

2022), usted mismo Señor Juez,  limitó nuevos embargos a los bienes de la 

Dra. Güiza Saavedra, a un solo bien, es decir, de tres bienes inmuebles que 

pudieron haberse embargado y/o cautelado por cuenta de este proceso, 

su despacho eligió uno de ellos como suficiente garantía de lo cobrado. 

Entonces, concretamente la regla de la lógica desconocida, es que, si con 

un solo bien se garantiza lo adeudado, innegable era y es, que al existir 

prueba de la existencia de más bienes en cabeza de la deudora, ésta tenía 

y tiene  capacidad económica para pactar la restructuración del crédito 

cobrado, por cuanto, para ese momento usted Señor Juez, tenía acreditado 

en el expediente la existencia de mínimo tres (3) bienes inmuebles, es decir,  

contaba con lo menos dos bienes inmuebles más para garantizar el 

cumplimiento de ese nuevo pacto (reestructuración) y es que no se pierda 

de vista que según las reglas de la experiencia los bienes del deudor son la 

garantía del acreedor, entonces fulgura como no es cierta, la conclusión 

según la cual la doctora OFELIA GÜIZA SAAVEDRA (abogada de profesión), 

“no pueda hacer frente al pago de la obligación refinanciada” porque se 

reitera, evidente es que tiene bienes inmuebles de sobra, como para 

garantizar lo cobrado, con un patrimonio de Seis mil quinientos ocho millones 

setecientos ochenta y cinco mil setecientos catorce pesos 

($6.508.785.714,oo).  

 

Así mismo no se pierda de vista, que los procesos estandarte y/o punta de 

lanza del auto recurrido, el primero, esto es, el de radicado 2016-56 que cursó 

en el Juzgado Octavo Civil Municipal de Bucaramanga terminó por pago 

total aun antes de entrabarse la relación juicio procesal (Esto es, antes de ser 

notificada la Dra. Güiza Saavedra y cuyo origen fue el incumplimiento de 

pagos de administración por una arrendataria, situación de la cual la acá 

demandada desconocia) y el segundo, esto es, el radicado 2002-00325 que 

cursa en el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Bucaramanga, 

actualmente está siendo objeto de indagación por parte de la Fiscalía 

General de la Nación, radicación No. 680016000160202257452, Fiscalía 

Décima Seccional de Bucaramanga por el presunto delito de fraude 

procesal en que presuntamente incurrió la parte actora del mismo.  

 

5. El hecho de haber indicado el Despacho, que al caso bajo estudio no le 

resultaría aplicable la reestructuración del crédito impuesta por la ley 546 de 

1999, porque en su decir, la Dra. GÜIZA SAAVEDRA, estaba al día en el pago 

de su crédito, pues solo incurrió en mora desde el 21 de enero del año 2000,  

esta afirmación es totalmente errada, porque ésta, es morosa desde el mes 

de diciembre del año 1998, en consecuencia, desconoció y/o tal vez pasó 

por alto el juzgado, que de manera previa a este proceso, por idéntica 

causa (mismo título ejecutivo y mismo crédito hipotecario) se adelantó ante el 

juzgado Quinto Civil del Circuito de Bucaramanga, proceso ejecutivo 

hipotecario bajo el radicado 1999-1142, el cual terminó por auto de fecha 

18 de abril del año 2006, en el que se declaró la nulidad de todo lo allí 

actuado, en virtud de lo dispuesto por el artículo 42 de la ley 546 de 1999. 
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Igualmente pasó por alto, que a continuación de la nulidad decretada, el 

crédito fue cedido el día 08 de noviembre de 2006, siendo presentado 

nuevamente para el cobro ejecutivo, sin ser restructurado y sin incluirse en 

dicho cobro la mora comprendida entre el mes de diciembre de 1998 y el 

día 20 de enero del año 2000, actuación deliberada y acomodada del 

ejecutante para por supuesto obviar la reestructuración, la de no cobrar 

dicho periodo de tiempo, y que erradamente lo interpretó y acogió su 

despacho, sin entrar a ahondar y analizar si ello era cierto o no.  

 

6. Haber omitido el Despacho que la restructuración del crédito echada de 

menos no es una medida que resulte discrecional para el acreedor o mucho 

menos renunciable por la deudora.  
 

“…esa medida no resulta discrecional para el acreedor, mucho menos renunciable 

por la deudora, en razón de su importancia constitucional. De ese modo, el propósito 

de diferir el saldo según las reales posibilidades financieras de la tutelante, vale 

insistir, de acuerdo con sus circunstancias concretas, persigue evitar que las familias 

sigan perdiendo injusta y masivamente sus hogares, de ahí que la reestructuración 

para esa clase de coercitivos, integre el título complejo y su ausencia impida 

adelantar el cobro (CSJ ATC2421, 25 abr. 2016, rad. 2015-02667-01; reiterada en 

CSJ STC5656-2016, rad. 2016-01031-00). 

 

7. Que el incumplimiento de la carga de restructurar el crédito, se constituye 

en un obstáculo insalvable para el inicio y el impulso de los procesos 

hipotecarios estrictamente relacionados con créditos de vivienda 

inicialmente concedidos en UPAC, por formar parte de un título ejecutivo 

complejo cuya acreditación se hace imprescindible, para obtener la orden 

de apremio en caso de mora de los deudores.  

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia STC9367-2019, 

reiteró:  

“…[del] artículo 42 de la Ley 546 de 1999, se extrae el deber ineludible para las 

entidades financieras, de reliquidar y reestructurar los créditos de vivienda en 

UPAC, vigentes al 31 de diciembre de 1999… cuya recuperación pretendían ante los 

estrados judiciales, pues, para esa fecha todos ellos quedaron con la posibilidad de 

replantear la forma de pago, de acuerdo con las condiciones económicas de los 

propietarios que estaban en peligro de perder su lugar de habitación… 

 

El incumplimiento de esa carga, en consecuencia, se constituye en un obstáculo 

insalvable para el inicio y el impulso de los procesos hipotecarios estrictamente 

relacionados con créditos de vivienda inicialmente concedidos en UPAC, por formar 

parte de un título ejecutivo complejo cuya acreditación se hace imprescindible, para 

obtener la orden de apremio en caso de mora de los deudores o si, llevado a cabo 

ese trabajo, es manifiesta la imposibilidad de satisfacción de éstos con sus actuales 

ingresos… 

 

Si tal falencia no es advertida al momento de librar mandamiento de pago, exige 

un pronunciamiento de los falladores a petición de parte o por vía del examen 

oficioso de los instrumentos representativos del crédito cobrado, aún en segunda 

instancia, por tratarse de un tópico relacionado con la exigibilidad de las 

obligaciones hipotecarias que llevan inmersos los elevados derechos a la vivienda 

digna e igualdad entre los deudores de ese sistema… 
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Por ende, si se desatiende esa labor inquisitiva de revisar la suficiencia de los 

documentos allegados como base de recaudo, por mandato excepcional que emana 

de la normatividad expedida para conjurar una crisis social, como excepción al 

principio dispositivo que rige la alzada, se incurre en una vía de hecho que es 

susceptible de protección… 

 

Pasar por alto tal proceder, como si la mera culminación de los hipotecarios de 

créditos en UPAC relacionados con unidades habitacionales individuales fuera 

suficiente, sería desconocer los efectos protectores de la Ley de Vivienda, diluidos 

con el agotamiento parcial de los ordenamientos del parágrafo tercero del artículo 

42… 

 

Tal etapa, esto es, poner fin a un proceso hipotecario sin que mediara pago, sólo 

constituía un paso para normalizar la situación de los deudores, que se 

complementaría, indiscutiblemente, con la posibilidad cierta de revisar de consuno 

entre acreedor y deudor como se diferirían los saldos pendientes… 

 

Bajo este entendido, al no analizar los juzgadores a ciencia y paciencia si en los 

nuevos cobros de créditos de vivienda, cuyos deudores fueron beneficiados con el 

respiro que les confirió la ley mediante el cese de la ejecución, se satisficieron a 

cabalidad cada uno los condicionamientos que habilitaban ese posterior reclamo 

coercitivo de las entidades financieras, se desvirtúa el propósito que inspiró dicha 

regulación… 

 

Esto por cuanto en estos especiales casos, a diferencia de cualquier recaudación 

compulsiva, no se trata de verificar el incumplimiento de una obligación en los plazos 

inicialmente pactados, conforme aparece en el título, sino la materialización de la 

imposibilidad para los demandados de solventar un crédito con el cual buscaron, 

antes que incrementar su patrimonio, solucionar una necesidad básica de orden 

superior… 

 

Por esto, es labor irrenunciable del fallador escudriñar si quien está en riesgo de 

perder su vivienda contó con la oportunidad de replantear las condiciones de pago, 

mediante la reestructuración del crédito, pues, sólo en caso de una dificultad 

manifiesta en asumir el total de la deuda o ante el quebrantamiento de las nuevas 

estipulaciones convenidas, estaría habilitado el camino para pedir la venta forzada 

del inmueble, máxime en aquellos casos en que se cuestiona, directa o 

indirectamente, la suficiencia del título base de recaudo… (Resaltado fuera de texto, 

CSJ STC, 3 jul. 2014, rad. 2014-01326-00; reiterada el 7 abr. 2015, rad. 2015-00601-

00; y STC8059, 25 jun. 2015, rad. 2015-00683-01). 

 

8. Que es una labor irrenunciable del fallador escudriñar si quien está en riesgo 

de perder su vivienda contó con la oportunidad de replantear las 

condiciones de pago, mediante la reestructuración del crédito según la 

cita5 ut supra. 

 
5 Por esto, es labor irrenunciable del fallador escudriñar si quien está en riesgo de perder su 

vivienda contó con la oportunidad de replantear las condiciones de pago, mediante la 

reestructuración del crédito, pues, sólo en caso de una dificultad manifiesta en asumir el total de la 

deuda o ante el quebrantamiento de las nuevas estipulaciones convenidas, estaría habilitado el 

camino para pedir la venta forzada del inmueble, máxime en aquellos casos en que se cuestiona, 

directa o indirectamente, la suficiencia del título base de recaudo… (Resaltado fuera de texto, CSJ 

STC, 3 jul. 2014, rad. 2014-01326-00; reiterada el 7 abr. 2015, rad. 2015-00601-00; y STC8059, 25 

jun. 2015, rad. 2015-00683-01). 
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9. El hecho que afirme el despacho que la nulidad planteada es inviable 

porque en este caso, se hizo adjudicación del inmueble objeto de garantía 

real, es algo que no se comparte, porque ningún derecho de terceros se 

vería afectado, pues el inmueble fue adjudicado al acreedor y no a un 

tercero, en consecuencia, hasta este momento el litigio no ha irradiado 

efectos a personas ajenas al contrato de mutuo, pues sigue estando entre 

el deudor y el acreedor, sea este el primigenio o no.  

 

Refuerza la anterior conclusión el hecho que las cesiones de crédito vistas en 

este trámite no son óbice para negar la nulidad planteada, porque esas 

adquisiciones no exoneran a ningún nuevo cobrador de la obligación de 

reestructurar la deuda, pues la adquiere y/o adquirió no solo con los 

derechos que conlleva sino también con las obligaciones inherentes. Y dicho 

sea de paso afirmar, que las cesiones o compra de derechos litigiosos 

constituyen y son meras espectativas, a los cuales debe someterse el 

cesionario.  

 

10. El hecho que, con la providencia recurrida, una vez más se cercena a la Dra. 

GÜIZA SAAVEDRA el derecho que tiene a la reestructuración del crédito que 

para adquisición de vivienda estableció la ley 546 de 1999. 

 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS  

 
“…[del] artículo 42 de la Ley 546 de 1999, se extrae el deber ineludible para las entidades 

financieras, de reliquidar y reestructurar los créditos de vivienda en UPAC, vigentes al 31 

de diciembre de 1999… cuya recuperación pretendían ante los estrados judiciales, pues, 

para esa fecha todos ellos quedaron con la posibilidad de replantear la forma de pago, de 

acuerdo con las condiciones económicas de los propietarios que estaban en peligro de perder 

su lugar de habitación… 

 

El incumplimiento de esa carga, en consecuencia, se constituye en un obstáculo insalvable 

para el inicio y el impulso de los procesos hipotecarios estrictamente relacionados con 

créditos de vivienda inicialmente concedidos en UPAC, por formar parte de un título 

ejecutivo complejo cuya acreditación se hace imprescindible, para obtener la orden de 

apremio en caso de mora de los deudores o si, llevado a cabo ese trabajo, es manifiesta la 

imposibilidad de satisfacción de éstos con sus actuales ingresos… 

 

Si tal falencia no es advertida al momento de librar mandamiento de pago, exige un 

pronunciamiento de los falladores a petición de parte o por vía del examen oficioso de los 

instrumentos representativos del crédito cobrado, aún en segunda instancia, por tratarse 

de un tópico relacionado con la exigibilidad de las obligaciones hipotecarias que llevan 

inmersos los elevados derechos a la vivienda digna e igualdad entre los deudores de ese 

sistema… 

 

Por ende, si se desatiende esa labor inquisitiva de revisar la suficiencia de los documentos 

allegados como base de recaudo, por mandato excepcional que emana de la normatividad 

expedida para conjurar una crisis social, como excepción al principio dispositivo que rige 

la alzada, se incurre en una vía de hecho que es susceptible de protección… 

 

Pasar por alto tal proceder, como si la mera culminación de los hipotecarios de créditos en 

UPAC relacionados con unidades habitacionales individuales fuera suficiente, sería 

desconocer los efectos protectores de la Ley de Vivienda, diluidos con el agotamiento parcial 

de los ordenamientos del parágrafo tercero del artículo 42… 
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Tal etapa, esto es, poner fin a un proceso hipotecario sin que mediara pago, sólo constituía 

un paso para normalizar la situación de los deudores, que se complementaría, 

indiscutiblemente, con la posibilidad cierta de revisar de consuno entre acreedor y deudor 

como se diferirían los saldos pendientes… 

 

Bajo este entendido, al no analizar los juzgadores a ciencia y paciencia si en los nuevos 

cobros de créditos de vivienda, cuyos deudores fueron beneficiados con el respiro que les 

confirió la ley mediante el cese de la ejecución, se satisficieron a cabalidad cada uno los 

condicionamientos que habilitaban ese posterior reclamo coercitivo de las entidades 

financieras, se desvirtúa el propósito que inspiró dicha regulación… 

Esto por cuanto en estos especiales casos, a diferencia de cualquier recaudación compulsiva, 

no se trata de verificar el incumplimiento de una obligación en los plazos inicialmente 

pactados, conforme aparece en el título, sino la materialización de la imposibilidad para los 

demandados de solventar un crédito con el cual buscaron, antes que incrementar su 

patrimonio, solucionar una necesidad básica de orden superior… 

 

Por esto, es labor irrenunciable del fallador escudriñar si quien está en riesgo de perder su 

vivienda contó con la oportunidad de replantear las condiciones de pago, mediante la 

reestructuración del crédito, pues, sólo en caso de una dificultad manifiesta en asumir el 

total de la deuda o ante el quebrantamiento de las nuevas estipulaciones convenidas, estaría 

habilitado el camino para pedir la venta forzada del inmueble, máxime en aquellos casos en 

que se cuestiona, directa o indirectamente, la suficiencia del título base de recaudo… 

(Resaltado fuera de texto, CSJ STC, 3 jul. 2014, rad. 2014-01326-00; reiterada el 7 abr. 2015, 

rad. 2015-00601-00; y STC8059, 25 jun. 2015, rad. 2015-00683-01). 

 

 

III. PROCEDENCIA DE LOS RECURSOS IMPETRADOS. 

 

El recurso de reposición impetrado es procedente de conformidad con lo dispuesto 

por inciso primero del artículo 318 del C.G.P. y el de apelación de conformidad con 

lo dispuesto por el numeral 5 del artículo 321 del C.G.P.  

 

 

 IV.         ANEXOS. 

 

 

1) Anexo ORIP San Gil, del Proyecto arquitectónico San Gil matrícula 319-

69100 (1 folio); 

2) Anexo ORIP San Gil, del Proyecto arquitectónico San Gil matrícula 319-

69104 (1 folio;) 

3) Página de Consulta de los bienes de propiedad de OFELIA GUIZA 

SAAVEDRA de la Superindentencia de Notariado y Registro: 

Apartamento 1303 Edificio La Foret, matrícula 300-40207; Apartamento 

402 Edificio Panorama Campestre matrícula 300-173306; apartamento 

701 Torre 3 Urb. Conucos Plaza matrícula 300-295 274; Predio Buenos Aires 

Lebrija matrícula 300-97964; apartamento 2-402, parqueaderos y 

bodega, Playa Dormida Santa Marta matrículas 080-117056, 080-116892 y 

080-116993 (1 folio); 

4) Folio del Proyecto Arquitectónico La Pradera en Barichara 

 (Parcelación 24 lotes), matrícula 302-10577, (3 folios); 

5) Anexo ORIP Bucaramanga, predio La Esperanza, folio 300- 

2546 (1 folio); 

6) Tarjeta propiedad Camioneta VOLVO T-6, placas EBQ965 (1 folio) 
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7) Tarjeta propiedad Camioneta HONDA CRV-EXL, placas HDL031(1 folio) y 

8) Denuncia con radicado 680016000160202257452 que cursa en la Fiscalía 

Décima Seccional de Bucaramanga (11 folios).  

 

 

                                                                                                            

 

Sin otro particular, del Señor Juez,  

 

 

 

 

 

 

Atentamente.  

 

 

                               HÉCTOR JEYNNER TOLOSA AMADO 

                                                  C.C. 1.098.685.884 DE BUCARAMANGA 

                                                  T.P. No. 244.757 del C.S. de la J.  
  



SUPERINTENDENCIA 
DE NOTARIADO 

|& REGISTRO 
la guarda de la te públco 

FORMULARIO DE CALIFICACION 
CONSTANCIA DE INSCRIPCION 

agina 1 

Improso ol 21 de Abril do 2022 a las 07:41:04 PM 

No tlene validoz sin la firma y sollo del roglstrador on la ultima pagina 

Con el turno 2022-2387 se calificaron las siguientes matriculas: 
69100 

Nro Matricula: 69100 

CIRCULO DE REGISTRO: 319 
No CATASTRO:

SAN GIL 

MUNICIPIO: SAN GIL 
TIPO PREDIO: RURAL 

DEPARTAMENTO: SANTANDER 
-

DIRECCION DEL INMUEBLE 

1) VILLA NUMERO 56 UNIDAD PRIVADA NUMERO 57 DEL CONDOMINIO "PALMAIRE RESORT" 

ANOTACION: Nro 2 Fecha: 31-03-2022 Radicacion: 2022-2387

Documento: ESCRITURA 1006 DEL: 26-03-2022 NOTARIA PRIMERA DE SAN GIL 

ESPECIHICACION: 0125 cOMPRAVENTA (MODO DE ADQUISICION) 

Valor Acto: $ 35,000,000.00

PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real de domlnio, -Titular de dominlo Incompleto) 

DE: ARDILA VIVIESCAS JUAN JOSE 

DE:ARDILA VIVIESCAS OSCAR NICOLAS 

DE:GARRIDO TAVERA DIANA MARCELA 

DE: HERNANDEZ MU/OZ LUIS ALBERTO 

DE: HERNANDEZ MU/OZ MARTHA 

1,100,968,737

1,100,955,152 
43,970,987

5,784,041

28,468,503

63,276,519 X 

A: GUIZA SAAVEDRA OFELIA 

********************************************************** 

**************** *s***** e*si s**osntop******** 
*************************ebeeeeee*****""**** 

******** 
. 

FIN DE ESTE DOCUMENTO 

El Interesado debe comunicar al registrador cualquier falla o error en el registro de los documentos 

Documento Generado Electronicamente Radicaclon Electronica 

Fecha 21 de Abril de 2022 a las 07:41:04 PM 

Funcionario Calificador ABOGAD15 

EI Registrador - Firma 

TTIanawsF

MARIA EUGENIA MUÑOZ ARIZA 

** 



SUPERINTENDENCIA 
DE NOTARIADO 

& REGISTRO 
la guarda de la le publCO 

FORMULARIO DE CALIFICACION 
CONSTANCIA DE INSCRIPCION 

agir 1 

Improso ol 21 do Abril do 2022 a las 07 12:50 PM 

No tiene validez sin la firma y sello del registrador en la ultima pagina 

Con el turno 2022-2376 se calificaron las siguientes matriculas: 

69104 

Nro Matricula: 69104 

SAN GIL No CATASTRO: CIRCULO DE REGISTRO: 319 

MUNICIPI0 SAN GIL DEPARTAMENTO SANTANDER 
TIPO PREDIO: RURAL 

DIRECCION DEL INMUEBLE 

1) VILLA NUMERO 60 UNIDAD PRIVADA NUMERO 61 DEL CONDOMINIO "PALMAIRE RESORT" 

ANOTACION Nro 2 Fecha: 30-03-2022 Radicacion: 2022-2376 Valor Acto: $ 35,000,000.00 
Documento ESCRITURA 1007 DEL 26-03-2022 NOTARIA PRIMERA DE SAN GIL 

ESPECIFICACION. 0125 COMPRAVENTA (MODO DE ADQUISICION) 

PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real de dominio, I-Titular de dominio incompleto) 

DE: ARDILA VIVIESCASs JUAN JOSE 1,100,968,737

DE: ARDILA VIVIESCAS OSCAR NICOLAS 1,100,955,152

DE: GARRIDO TAVERA DIANA MARCELA 43.970,987 
DE: HERNANDEZ MU/OZ LUIS ALBERTO 5,784,041 

DE: HERNANDEZ MU/OZ MARTHA 28.468,503 
A GUIZA SAAVEDRA OFELIA 63,276,519 X 

FIN DE ESTE DOCUMENTO 

El Interesado debe comunicar al registrador cualquier falla o error en el registro de los documentos
Documento Generado Electronicamente Radicacion Electronica 

Fecha 21 de Abril de 2022 a las 07:12:50 PM 

Funcionario Calificador ABOGAD15 

El Registrador Firma 

MARIA EUGENIA MUÑOZ ARIZA 











LOrrKYERDINTKT 
DE NOTARIADO 

FORMULARIO DE CALIFICACION 
CONSTANCIA DE INSCRIPCION Y EGINIR9 

Pagina 1 

Impreso el 1 de Diciembre de 2015 a las 02:46 30 pm 

Con el turno 2015-300-6-43017 se calificaron las siguientes matriculas: 
300-2546 

Nro Matricula: 300-2546 
CIRCULO DE REGISTRO 300 BUCARAMANGA No. Catastro: 000100220031000 
MUNICIPIO: RIONEGRO DEPARTAMENTO SANTANDER VEREDA: EL ABURRIDo TIPO PREDI0 SIN INFORMACION 

==**<====**===**===*==*====<s==* ===<= 

DIRECCION DEL INMUEBLE 
1) SIN DIREcION. LA ESPERANZA 

ANOTACIÓN: Nro: 9 Fecha 13/11/2015 Radicación 2015-300-6-43017 

DOC ESCRITURA 689 DEL: 10/11/2015 NOTARIA UNICA DE LEBRIJA VALOR ACTO: S 0 

Se cancela la anotación No, 7, Se cancela la anotación No, 8 
ESPECIFICACION: CANCELACION 0842 CANCELACION PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA OFERTA DE COMPRA BIEN 
RURAL OFICIO ZMB-GP-OFC-205-11 21/02/2011 Y OFICIO 038-11 DE 26/05/2011. AREA REQUERIDA: 138 942.77 M2) 
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real del dominio, L-Titular de dominio incompleto) 
DE. AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA - ANI 

A:GUIZ 

A: GUIZA SAAVEDRA HELDA MERCEDES 
A: GUIZA SAAVEDRA GUILLERMO CC# 13828577 

A: GUIZA SAAVEDRA ALBERTO cCH 91204294 
A: GUIZA SAAVEDRA HERNANDO 
A: GUIZA SAAVEDRA OFELIA cC# 63276519 

NIT: 830125996-9 

SAAVEDRA ERNESTO CC# 91248412 

CC# 37818234 

CC# 91221080 

A: GUIZA SAAVEDRA MARIA CONSUELO cC# 63319223 

Radicación 2015-300-6-43017 
NOTARIA UNICA DE LEBRIJA 

MODO DE ADQUISICION 0126 COMPRAVENTA PARCIAL-ÁREA DE TERRENO DE 138 942,77 M2. 

ANOTACIÓN: Nro: 100 Fecha 13/11/2015 
DOC: ESCRITURA 689 

ESPECIFICACION 
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real del dominio, -Titular de dominio incompleto) 
DE: GUHZA SAAVEDRA GUILLERM 
DE GUIZA SAAVEDRA ALBERTO 
DE. GUIZA SAAVEDRÁ HERNANDOQ 

DE GUIZA SAAVEDRA OFELIA 

DE GUIZA SAAVEDRA MARIA CONSUELO 
DE. GUIZA SAAVEDRA HELDA MERCEDES 

DE GUIZA SAAVEDRA ERNESTO 
A: AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA ANI 

DEL: 10/11/2015 VALOR ACTO: $ 756.358 489 

CC# 13828577 .. 

CC# 91204294 

CC# 91221080 

CC# 63276519 

CC# 63319223 

cCH 37818234 iA A LIGA 
CC# 91248412 

NIT: 830125996-9

FOLIOS DERIVADOS DE LA ANOTACION

300-398598 PROYECTO VIAL ZONA METROPOLITANA DE BU 

ANOTACIÓN: Nro: 11 Fecha 13/11/2015 Radicación 2015-300-6-43017 

DOC ESCRITURA 689 DEL: 10/11/2015 NOTARIA UNICA DE LEBRIJA VALOR ACTO: S 0 

ESPECIFICACION OTRO 0913 DECLARACION PARTE RESTANTE 

PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real del dominio, L-Titular de dominio incompleto)

A: GUIZA SAAVEDRA ALBERTO CC# 91204294 X 

A: GUIZA SAAVEDRA OFELIA CC# 63276519 x 

A: GUIZA SAAVEDRA HERNANDO CC# 91221080 X 



FORMULARIO DE CALIFICACION 
CONSTANCIA DE INSCRIPÇION DE NOTAIADO 

IREGISTRO 

Pagina 2 

Impreso el 1 de Diciembre de 2015 a las 02 46 30 pm 

A: GUIZA SAAVEDRA GUILLERMO CC# 13828577 X 
A: GUIZA SAAVEDRA HELDA MERCEDES CC# 37818234 X 

A: GUIZA SAAVEDRA MARIA CONSUELO CC# 63319223 X 
A: GUIZA SAAVEDRA ERNESTO CC# 91248412 X 

Nro Matricula: 300-398598 
CIRCULO DE REGISTR0 300 BUCARAMANGA No. Catastro: 

MUNICIPIO RIONEGRO DEPARTAMENTO SANTANDER VEREDA. EL ABURRIDO TIPO PREDIO. SIN INFORMACION 

DIRECCION DEL INMUEBLE 
1) LOTE DE TERRENO EN LA VEREDA SAN ISIDRO PROYECTO VIAL ZoNA METROPOLITANA DE BuCARAMANGA ZMB TRAYECTO 7 

BASICO VIJAGUAL- EL CERO 

ANOTACIÓN: Nro: 1 Fecha 13/11/2015 Radicación 2015-300-6-43017 

DEL 10/11/2015 
MODO DE ADQUISICION: 0125 COMPRAVENTA - ÂREA DE TERRENO DE 138 942.77 M2 

DOC ESCRITURA 689 

ESPECIFICACION 
PERSONAS QUE INTERVIENEN.EN EL ACTO (X-Titular de derecho real del dominio, I-Titular de dominio incompleto) 
DE: GUIZA SAAVEDR�GUILLERMO 
DE GUIZA SAAVEDRA ALBERTO 
DE GUIZA SAAVEDRA HEREANDd 
DE GUIZA SAAVEDRA OFELIA 
DE. GUIZA SAAVEDRA MARIA' CON`UELO 

NOTARIA UNICA DE LEBRIJA VALOR ACTO: S 756.358.489 

CC# 13828577 

CC# 91204294 

CC# 91221080 

CC# 63276519 
CC# 63319223 

DE. GUIZA SAAVEDRA HELDA MERCEDES CC# 37818234 

DE GUIZA SAAVEDRA ERNESTO. CC# 91248412 
A: AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA-ANI NIT: 830125996-9 

ANOTACIÓN: Nro: 2 
DOC ESCRITURA 689 
ESPECIFICACION OTRO 0944 INTENCION DE ADELANTAR SANEAMIENTO AUTOMATIcO (ARTICULo 4 DECRETO 737 DE 2014) 
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecha real del dominio, L-Titular. de daminio incompleto) 
A: AGENCIA NACIONÄL DE INFRAESTRUCTURA- ANI 

Fécha 13/11/2015 Radicación 2015-300-6-43017 

DEL 10/11/2015 NOTARIA UNICA DE LEBRIJA VALOR ACTO: S 0 

X NIT:830125996-9 

FIN DE ESTEDoCUMENTO 
El interesado debe comunicarbualafer fallao error en el registro de los documentos 

Fecha 
Dia IMes IAño |Firma 

egistradqu 

t3DTC 2015 

EDGAR GUILERMO RODRIGUEZ BORRAY 
Registrador PrincipalI P 

Usuario que realizo la califiegnMNR7 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
MINISTERIO DE TRANSPORTE 

LICENCIA DE TRANSITO No. 10014971986 Libertad y Orden 

MARCA LÍNEA MODELO 
PLACA 

EBQ965 VOLVO XC60 2017 

CILINDRADA CC cOLOR SERVICI0

1.969 PLATA ELECTRICO PARTICULAR

CLASE DEE VEHÍCUL TIPO CARROCERÍA NBUSTIBLE CAPACIDAD Kg/PSJ 

CAMIONETA WAGONN GASOLiNA 5 

NUMERO DE MOTOR REG VIN 

21444888 N YVIDZ49CCH2198951 

NUMERO DE SERIE REG NÚMERO DE CHASIS REG 
N YV1 DZ49CCH2198951 N 

PROPIETARIO: APELLIDO(S) Y NOMBRES) IDENTIFICACIÓN 

GUIZA SAAVEDRAQFELIA_ C.C.63276519 

RESTRICCIÓN MOVILIDAD BLINDAJE POTENCIA HP 
* 306 

DECLARACIÓN DE IMPORTACIÓON E FECHA IMPORT. PUERTAS

192017000069618 24/07/2017 5 
LIMITACIÓN A LA PROPIEDAD 

FECHA MATRÍCULA FECHA EXP. LIC. TTO. FE CMENTO 

03/11/2017 03/11/2017 
ORGANISMO DE TRÁNSITO 

SDM - BOGOTA D.C. 

LTO60009061 14 



REPUBLICA DE COLOMBIA 
MINISTERIO DE TRANSPORTE 

LICENCIA DE TRÁNSITO No. 10005294715 Libertad y Orden 

PLACA MARCA LÍNEA MODELO 

HDL031 HONDA CR VEXLCAT 2012 
CILINDRADA CC COLOR SERVICIO 

2.354 METALICO RADIANTE PARTICULAR 
CLASE DE VEHÍCLULO TIPO CARROCERÍA COMBUSTIBLE CAPACIDAD KgPSJ 

CAMPERO CABINADO GASOLINA 5 
NÜMERO DE MOTOR REG VIN 

K24Z91071122 N 3HGRM4870CG602000 

NÚMERO DE SERIE REG NUMERO DE CHASIS REG 
****** N 3HGRM4870cG602000 N 

PROPIETARID: APELLIDO(S) Y NOMBRE(S) IDENTIFICACIÓN 

GUIZA SAAVEDRA OFELIA C.C. 63276519 

RESTRICcIÓN MOVILIDAD BLINDAJE POTENCIA HP 
* 185 

DECLARACIÓN DE IMPORTACIÓN VE FECHA IMPORT. PUERTAS 

352012000323331 07/11/2012 5 
LIMITACION A LA PROPIEDAD 

ECHA MATRÍCULA FECHA EXP. LIC. TTO. FECHA VENCIMIENTO 

24/04/2013 
ORGANISMO DE TRÁNSITO 

24/04/2013 

DIR TTOYTTE BUCARAMANGA 

EARAAKEMAKMKAMEMARE 
LTO1Oo3203771 



Señores 
FISCALÍA SECCIONAL DE BUCARAMANGA (ASIGNACIONES) 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

E.S.D. 

ASUNTO: DENUNCIA PENAL 

DENUNCIANTE: 

DENUNCIADOS: 

D VENlí,~~!!!~!~l-~l!~!~!~!]ijtf'' 
r-iscAuAI Fecha Raq,cado 2021-05-01 14 06 35 - -An exos 6 FOLIOS + 1 CD 

OFELIA GÜIZA SAAVEDRA C.C. 63.276.519.-

DIANA RIOS SANABRIA C.C. 37.748.192 

ALEXANDER OSORIO MENDOZA. C.C. 16.281.997, 

presunto representante legal de la sociedad 

ENVIAMOS M&S L TDA.-

ANDRES ENRIQUE MORELLI L/ZCANO C.C. 

88.240.808'. 
MARTHA CECILIA LAHA C.C. 49.650.161. 2 

JA/RO BARRAGAN AR.DILA C.C. <;1 .274.832.3 

DEMAS PERSONAS INDETERMINADAS. 

OFELIA GÜIZA SAAVEDRA, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía 

número 63.276.51 9 ex pedida en la ciudad de Bucaramanga, de manera atenta acudo a 

su Despacho y con fundamento en lo dispues to por el artículo 69 de la Ley 906 de 

2.004, me permito formu la r DENUNCiA PENAL, contra: (1) la señ'ora DIANA RIOS 

SANABRIA, ident ificada con la .cédula de ciudada.n ía número 37.748 .1 92 , (11 ) El señor 

ALEXANDER OSORIO MENDOZA. C.C. 16.281.9971 presunto representan te legal de la 

sociedad ENVIAMOS M&S L TDA¡ (111) A/IJ DRES ENRIQUE MORELLI LIZCANO, identificado 

con la cédula de ciudadanía No. 88.240.808; (IV) MARTHA CECILIA LARA,: ideFTtificada con 

la cédula de ciudadanía No. 49.650. 161, (V) JAiRO BARRAGAN AR DILA, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 91.274.832, y demás personas indeterm inadas, como presuntbs 

autores en la posible comisión de los delios de: a) FRAUDE PROCESAL (Art. 453 C.P.)¡ 

b) OBTENCIÓN DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO (Art. 288 C.P.)¡ e) FALSEDAD 

M ATER IAL EN DOCUMENTO PÚBLICO (Art. 287 C.P.)¡ d) USO DE DOCUMENTO 

PÚBLICO FALSO (Art. 291 del CP); e) PECULADO CULPOSO (Art. 400 C.P.) y las demás 

derraudaciones a la ley penal que aparezcan probadas en el proceso. La anterior 

e1el ación fácticamente se sustenta en los siguie ntes: 

l. HECHOS: 

1. El día 29 de octubre del año 2002 , la señora DIANA RIOS SANABRIA, identificada con la 

cJdula de ciudadanía No. 37.748.192 expedida en la ciudad de Bucarc1 manga, confirió y/o 

oto rgó poder especial a la estudiante de derecho (para dicha éµoca), NAYIBE EGLETH 

RUEDA ANAYA identificada con la cédula de ciudadanía No. 63,491 .853, miembro activo 

(pa ra dicha época) del Consultorio Jurídico de la Universidad Cooperativa de Co lombia _ 

Secciona ! Bucaramanga, para que iniciara en mi contra demanda ordinaria labo ral de 

única instancia. 

[r¡ ,u w11u1c,ú11 de cesHmuriu de Ju, Jerechu, litigio,u, y/u dC'/ u ediw dell(ru ci<'I pruce," ..:kwtivo /<1/;u, ,.i/ ,l!guidu ,¡ 

rrirJt irn, □cKm del orcli11ar,o curi rc1d1cadu ?uoJ OOJ.') 01 c¡ue Lur,u "" t:I Juigudu Cuurto Lu/Jorc.JI dd Circuito Je 

fJucaru111rmga. 

[n"" C~•ridic,úri de cesiu11 urru de fu; derecrio, li t,en,o, y u del creJ1to tlt'ntro Jt:I prv(e,o e¡ecutivu k1Lvrul ,c:¡:¡u1Ju ,1 

,:>nw,u□c,~,, d,:I urdrriur,o cc,n roJ,rndo ,t>OJ oo;;', 01 que nirw t'fl ,:/ Ju1vucto Cuc1rt u Lu/Ju,ul dd C1rumQ ,1e 

Bucararn!l'lgu , 

E.r, su w rid1c,011 cJ¡, secu~<tre cJ ¡ t · / cJ J • 

, · ' "' ve ,rcu o e fJ ,icu, I.JU U 901>, clt:lfl/c; dt'I ¡•rolc',u eJe<, t.,u luu,,rul ,<'gwdo <1 

(OntmtJQ(J,)T) df..•¡ rJrdtr1:ir10 (Ur r :1 rd 1 

. • • I CJ lt sl () • (/(I/ ()()ji) l'I L/U>:' 1 ur,u ~·, ..:/ lutg,,u,' ( U([tl Lu/J(J(uf ""' (¡n Ul(U tf,, 

d.;..,;Jr:>r1t0?í,!O. 
1 



2. El día 20 de noviembre del año 2002, la estudiante de derecho (para dicha época) RUE.DA 
ANAYA, impetró demanda ordinaria laboral de única instancia contra la suscrita, 
indicando en el acá pite de notificaciones que la suscrita las recibiría: '' ... La parte 
demandada OFELIA GÜIZA SAAVEDRA carrera 35 No. 48-28 oficina 202 de la 
ciudad de Bucaramanga. Residencia: Carrera 31 No. 22-269 o 22- 267 Apto. 
Panorama Campestre, Caf1averal. " 

3. Respecto de las anteriores direcciones, esto es, las informadas por la señora DIANA 
RIOS SANABRIA a su apoderada judicial, en las que supuestamente la suscrita recibiría 
notificaciones (lugar de trabajo y domicilio respectivamente), imperioso es indicar, qué: 

3, 1. La primera dirección reportada por la señora DIANA RIOS SANABRIA, como el lugar 
de mi domicilio profesional (para esa época), esto es, la "carrera 35 No.48-28 oficina 
202 de la ciudad de Bucaramanga.", no corresponde al domicilio profesional que la 
suscrita tenía para dicha época, es más, dentro de la nomenclatura de la ciudad de 
Bucaramanga, ni siquiera existe dicha dirección. La direccjóo corr:ecta de mi 
domi_c_ilio pr:_otesipn_al era para esa época, la carrera 34 No. 48-26 oficina 202 de Ja 
ciudad_de B_uJ:ar:amangaJ 

3.2. La segunda dirección reportada, esto es, la "Carrera 31_ No. 22-269 o 22- 267 ~pto. 
Panorama Campestre, Cañaveral." como el lugar de mi residencia, importa resaltar 
en primer lugar, que no indicó la demandante DIANA RIOS SANABRIA el número 
del apartamento, ,no indicó tampoco el número de la nomenclatura correctamente 
que es carrera 31 No.22-273 como tampoco a qué municipio y/o ciudad 
correspondía dicha nomenclatura. 

3.3. Direcciones que dio erradas e inexistentes, muy seguramente para que la demanda 
avanzará en mi contra y sin poderme defender, al no poder ser nunca enterada del 
inicio de dicho proceso y así el proceso avanzaría y se tramitaría sin poder ser 
controvertidos los hechos y pretensiones del proceso laboral. Violándo de esta 
manera mis derechos fundamental es al debido proceso, al ser tramitado el proceso 
a mis espaldas o mejor sin ser enterada del mismo. 

4. La anterior demanda por reparto correspondió al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de 
Bucaramanga y fue radicada bajo el número 680013105004-2002-00325-oo. 

5. Mediante auto de fecha 27 de noviembre del año 2002, el Juzgado del conocimiento !"'\\ •J admitió la demanda ordinaria laboral de única instancia impetrada por la señora RIOS 
SANABRIA, contra la suscrita y al resuelve quinto ordenó: " ... ENVIAR a la OFICINA 
JUDICIAL el expediente a fin de que se lleve a cabo la notificación y traslado ordenadas en el 
numeral tercero del presente auto." 

6. El día 16 de diciembre del año 2002, el señor JORGE IVAN OCHOA (e.e. 91.245.005), 
notificador de la Oficina Judicial de la Ciudad de Bucaramanga, supuestamente se 
desplazó hasta la carrera 35 No. 48-28 oficina 202 de la ciudad de Bucaramanga, a fin de 
notificarme de la demanda ordinaria laboral referenciada, no obstante, dejó constancia 
de no hallarme en dicha dirección y de haber fijado aviso en la puerta de acceso de la 
dirección en comento, la que se resalta no existe. 

7. En audiencia celebrada el día 04 de febrero del año 2003, el Juzgado Cuarto Laboral del 
Circuito de Bucaramanga, transmutó o cambió el proceso de uno de única ins tancia a 
uno de primera instancia y ordenó se me notificara de manera personal, como un 
proceso ordinario laboral de primera instancia. 

8. Mediante escrito de fecha 17 de septiembre del año 2003, la apoderada judicial de la 
se ñora DIANA RÍOS SANABRIA, so licitó al Juzgado del conocim iento, se iniciaran los 
tramites de notificación personal, para lo cual seña ló una vez más que la suscri ta recibirá 
notificaciones en la" ... CARRERA 35 No. 48-28 OF. 202 de BUCARAMANGA", dirección que 
nuevamente suminist ró distinta a la real dirección, seguramente para que /a suscrita no se 
notificara e hiciera parte en ese proceso y en consecuencia no poderme defender en es te. 



I 

9- Por auto de fecha 10 de octubre de 2003, el Despacho del Conocimiento (juzgado 4 

laboral) accedió a la petición elevada por la apoderada judicial de la demandante, de 

notifi carme de manera personal en la " ... CARRERA 35 No. 48-28 OF. 202 

BUCARAMANGA". 
~ 

10. A través del artículo 29 de la Ley 794 de 2003, que modificó el artículo 315 del CPC, en el 

sentido que la parte interesada (parte demandante) debía remitir al demandado, el 

citatorio para la diligencia de notificación personal, " ... por medio de ser_0cLo p_Qs_tal 

autorizado por el Ministerio de Comunicaciones." 

11. El día 05 de noviembre del año 2003, la señora DJANA_RIQS..SANAB__Bjjl,, retiró del Juzgado 

Cuarto Laboral del Circuito de Bucaramanga, el citatorio No. 190 de fecha 20 de octubre 

de 2003, a través del cual se me cita en la carrera 35 No. 48-28 oficina 202 de la ciudad de 

Bucaramanga (dirección errada), a fin que comparezca al Juzgado Cuarto Laboral del 

circuito de Bucaramanga, a notificarme del auto admisorio de la demanda de ordinaria 

laboral impetrada por ésta. 

12. Contrariando lo dispuesto por el artículo 29 de la Ley 794 de 2003, que modificó el 

artículo 315 del C.P.C. el día 11 de noviembre de 2003, la señora DIANA RIOS SANABRIA, 

envió el citatorio No. 190 de fecha 20 de octubre de 2003, a través de la empresa 

ENVIAMOS M&S LTDA, presuntamente representada legalmente por el señor 

ALEXANDER OSOR/0 MENDOZA. C.C. 16.281.997. Dicha empresa, se resalta no 

contaba (para esta época) con licencia del Ministerio de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones (antes Ministerio de Comunicaciones), para prestar servicios de 

mensajería especializada, ya que dicha licencia solo la obtuvo hasta el día 22 de 

diciembre de 2008, según Resolución 003520 de esta misma fecha . 

13. La empresa ENVIAMOS M&S LTDA, presuntamente representada legalmente por el 

señor ALEXANDER OSOR/0 MENDOZA. C.C. 16.281.997, sin estar legalmente 

facultada para eso, CERTIFICÓ que el día 12 de noviembre del año 2003 entregó en la 

carreLa 35 No. 48-28 oficina 202 de la ciudad de Bucaramanga, el citatorio No. 190 de 

fecha 20 de octubre de 2003. Sin embargo, la suscrita no recibió dicha comunicación, 

pues nunca he tenido relación alguna con dicha dirección, pues siendo reiterativa, mi 

domicilio profesional para dicha época era carrera 34 No. 48-28 oficina 202 de la ciudad 

de Bucaramanga 

14. El día 11 de junio del año 2004, la señora DIANA RIOS SANABRIA, a través del señor 

JULIO CESAR GONZALEZ CALDERON (C.C. 13.722-401), retiró del Juzgado Cuarto Laboral 

del Circuito de Bucaramanga, el Aviso para notificación No. 021 de fecha 21 de mayo de 

2004. 

15. Contrariando lo dispuesto por el numeral 34 del artículo 29 de la Ley 794 de 2003, que 

modificó el artículo 315 del C.P.C. el día 11 de junio de 2004, la señora DIANA RIOS 

SANABRIA, envió el mencionado Aviso No. 021 de fecha 21 de mayo de 2004, a través de 

la empresa ENVIAMOS M&S LTDA, la que se resalta no contaba para esa época con 

licencia del Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, para 

prestar servicios de mensajería especializada, ya que dicha licencia solo la obtuvo hasta 

el día 22 de diciembre de 2008, según Resolución 003520 de la misma fecha. 

16. La empresa ENVIAMOS M&S LTDA sin estar legalmente facultada para eso, CERTIFICÓ 

que el día 15 de junio del año 2004, entregó en la carrera 35 No. 48-28 oficina 202 de la 

ciudad de Bucaramanga, el aviso No. 021 de fecha 21 de mayo de 2004. Sin embargo, la 

susc rita no recibió dicha comunicación, pues nunca he tenido relación alguna con dicha 

dirección, pues siendo reiterat iva, mi domicilio profesional para dicha época e ra la 

carrera 34 No. 48-28 oficina 202 de la ciudad de Bucaramanga 

~ , e 
J . uanjo el citado no compari:-Lca dl'.lllru ck la (>ponunidad señalada , el interesado alkgu" al prol"eso la copia de la 

comunicac,on_ ~ la constancia de su l'.ntrega ~n el lugar de dest11m. cl ,enetario. sin 11ece,ida<.i Je auto que lo ordene. 

prorr-dera t"n j0:-mJ mmed13ta a prncticar la rll•llliL-aL·:ún rur ,n l'.:-O t'n IJ forma t' ,;t:.ibkl..'rda t:11 d urtinilo 320. 



- ABRIA confirió poder a la 
17. El día 03 de julio del año 2004, la senara DIANA RIOS SAN . ' ra representando 

abogada GILMA QUINTERO BALLESTEROS, a fi~ que _la contin~a 
O 680013105004. 

dentro del proceso ORDINARIO laboral de primera mstanc,a con rad,cad 

2002-00325-00, que cur;aba en el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Bucaramanga. 

. . . . - 1 derada de la señora 
18. Mediante esrnto de fecha 13 de Iul10 del ano 2004, a nueva apo 'b' 

DIANA RIOS SANABRIA, le indicó al Juzgado del conocmiento que la suscrita reCI 
1ª 

Notificaciones en la " ... CARRERA 34 NUMERO 48- 26 QB.Clli.A 2002 y no como conS tª en 

el texto de la demanda." No obstante, e/ oúmero de_mi oficina no era_el 2902, sino_la 202· 

19. Mediante auto de fecha 19 de julio del año 2.0041 el juzgado del conocimiento ( 4 

laboral), ordenó se me notificará personalmente el auto admisorio de la demanda en la 

" ... Carrera 34 No. 48-26 Qficiog, 2.QQ2 de Bucaramanga." 

20. El día 22 de julio del año 2004, la señora DIANA RIOS SANABRIA, retiró esta 

personalmente del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Bucaramanga, el citatorio No. 

0118 de fecha 19 de julio de 2.004, que tenía como destino la " ... Carrera 34 No. 48-26 

qficj11_a__.i_o.92_de Bucaramanga." 

21. La señora DIANA RIOS SANABRIA, al parecer due ésta quien alteró y/o adulteró el 

contenido del citatorio No. 0118 de fecha 19 de julio de 2.004, esto es, el documento 

auténtico emanado de una autoridad judicial. 

22. La alteración y/o adulteración a que hice referencia al hecho inmediatamente anterior, 

consistió en la supresión, eliminación y/o borrado (sin estar facultada para ello), de un 

cero (o) en el número de la oficina donde se debía hacer y/o llevar a cabo la notificación, 

pasando de la oficina 2002 a la oficina 20_2 de la carrera 34 No. 48- 26 de la ciudad de 

Bucaramanga, obviando la señora DIANA RIOS SANABRIA lo ordenado mediante auto 

de fecha 19 de julio del año 20041 esto es, que debía notificárseme en " ... Carrera 34 No. 

48-26 Qf.icina 2002 de Bucaramanga." y no en la 20 _ 2 a la que al parecer fue ella quien le 

borró o suprimió el cero (o). 

23. No contenta con la anterior maniobra o falsedad, (la descrita en los hechos 21 y 22), y 

contrariando una vez más lo dispuesto por el artículo 29 de la Ley 794 de 2003 1 que 

modificó el artículo 315 del C.P.C., el día 23 de julio de 20041 la señora DIANA RIOS 

SANABRIA, envió el citatorio No. 0118 de fecha 19 de julio de 2004, a través de la 

empresa ENVIAMOS M&S LTDA, la que se resalta no contaba con licencia del Ministerio 

de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (antes MINISTERIO DE ~ 

COMUNICACIONES), para prestar servicios de mensajería especializada, ya que dicha 

licencia solo la obtuvo hasta el día 22 de diciembre de 2008 1 según Resolución 003520 de 

la misma fecha. 

24. La empresa ENVIAMOS M&S L TDA sin estar legalmente facultada para prestar servicio 

de mensajería especializada para esa época, CERTIFICÓ que el día 27 de julio del año 

20041 entregó en la carrera 34 No. 48-26 ºficina 202 de la ciudad de Bucaramanga, el 

citatorio No. 0118 de fecha 19 de julio de 2004. 

25. El día 09 de agosto del año 2004, la señora DIANA RIOS SANABRIA, retiró del Juzgado 

Cuarto Laboral del Circuito de Bucaramanga, el Aviso No. 036 de fecha 06 de agosto de 

2004, que tenía como destino la " .. . Carrera 34 No. 48-26 Qfjcina_201 de Bucaramanga.", 

dirección que este no ordenó mediante ninguna providencia se hiciera la notificación, es 

decir, no existe explicación del porqué se entregó a la demandante este nuevo oficio, 

cuando no existe auto del juzgdo del conocimiento que así lo ordene (¿ un presunto 

favor de algún funcionario del juzgado?). 

26. Contrariando una vez más lo dispuesto por el numeral 3 del artículo 29 de la Ley 794 de 

2003, que modificó el artículo 315 del C.P.C. el día 09 de Agosto de 2004, la señora 

DIANA RIOS SANABRIA, envió el Aviso No. 036 de fecha 06 de Agosto de 2004, a través 

de la empresa ENVIAMOS M&S LTDA, la que se resa lta no contaba con la licencia del 

Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (para la época 

Ministerio de Comunicaciones), para prestar serv icios de mensajería especializada, ya 



que dicha licencia so lo la obtuvo hasta el día 22 de diciembre de 2008, según Reso lución 

003520 de la misma fecha. 

27- La empresa ENVIAMOS M&S LTDA sin estar legalmente facultada para prestar el 

servicio a que nos venimos refiriendo, CERTIFICÓ que el día 11 de agosto del año 2004, 

entregó en la carrera 34 No. 48-26 oficina 202 de la ciudad de Bucaramanga, el aviso No. 

036 de fecha 06 de agosto de 2004. 

28. Por auto de fecha 12 de octubre del año 20041 el Juzgado del conocimiento me tuvo 

notificada a través de aviso y además tuvo por no contestada dicha demanda, es decir, 

avaló la adulteración hecha por la señora RIOS SANABRIA al citatorio No. 0118 de fecha 

19 de julio de 2004 y las notificaciones surtidas a través de la empresa ENVIAMOS M&S 

LTDA, la que se resalta no contaba con licencia del Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, para prestar servicios de mensajería especializada, ya 

que dicha licencia solo la obtuvo hasta el día 22 de diciembre de 2008, según Resolución 

003520 de la misma fecha. 

29. El día 11 de octubre de 2006, el Juzgado del conocim iento, con sustento en las 

notificaciones realizadas a la suscrita de manera fraudulenta, profirió sentencia 

conclusiva del proceso, y en la misma resolvió: 

" ... PRIMERO: DECLARAR que entre las señoras DIANA RIOS SANABRIA y OFELIA GUIZA 

SAA\IEDRA, existió un contrato de trabajo que rigió desde el 17 de enero de 200 hasta el 31 

de agosto de 2001. 

SEGUNDO: DECLARAR que el contrato de trabajo se dio por terminado por justa causa 

imputab le a la empleadora. 

TERCERO: CONDENAR a la señora OFELIA GUIZA SAAVEDRA a pagar a favor de DIANA RIOS 

SANABRIA, una vez quede ejecutoriada esta providencia, la suma de CUA TROC/ENTOS 

CINCUENTA Y SEIS MIL NOVENTA Y TRES PESOS MCTE ($456.093), por concepto de 

INDEMINZACIÓN POR DESPIDO INJUSTO. 

CUARTO: CONDENAR a la señora OFELIA GUIZA SAAVEDRA a pagar a favor de DIANA RIOS 

SANABRIA, una vez quede ejecutoriada esta providencia, la suma de NOVECIENTOS OCHO 

MIL PESOS ($908.000) 1 por concepto de SALARIOS ADEUDADOS. 

QUINTO: CONDENAR a la señora OFELIA GUIZA SAAVEDRA a pagar a favor de DIANA RIOS 

SANABRIA, una vez quede ejecutoriada esta providencia, la suma de UN MILLON 

DOSCIENTOS TREINTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y SEIS PESOS M/CTE 

($1.238.946). por concepto de PRESTACIONES SOCIALES Y VACACIONES. 

SEXTO: CONDENAR a la señora OFELIA GUIZA SAAVEDRA a pagar a favor de DIANA RIOS 

SANABRIA, una vez quede ejecutoriada esta providencia, la suma de DIEZ MIL QUINIENTOS 

TREINTA Y TRES PESOS MCTE ($10.533) diarios contados desde el día 31 de agosto de 2001 

hasta el momento en que se efectúe el pago total de la obligación, por concepto de 

INDEMNIZACIÓN MORATORIA. 

SÉPTIMO: CONDENAR a la señora OFEL/A GUIZA SAAVEDRA a pagar las cos tas del proceso. 

Liquídense por secretaría. 

OCTAVO: Expídase copia íntegra del expediente con destino al Honorable Consejo Superior 

de la Judicatura, Sala Disciplinaria, para que determine la conducta asumida por fa doctora 

OFEL/A GUIZA SAAVEDRA durante el curso de este proceso. 11 

30. Contra todo el trámite surt ido por la señora DIANA RIOS SANABRIA ante el Juzgado 

Cuarto Laboral del Circuito de Bucaramanga, días después que me entero sobre la 

sentencia en mi contra, fo rmu lé nul idad procesal, fundamen tada en una indebida 

not if icac ión. 



31· Por auto de fecha 21 de febrero de 2007, el juzgado del conocimiento-cuarto labor~! 

rechazó de plano la nulidad formulada por la suscrita, sin realizar análisis y/o estudio 

alguno de los argumentos expuestos por la suscrita en dicha nulidad. 

32. Con fundamento en la sentencia de fecha 11 de octubre de 2006 (proferida en ese 

proceso ordinario, por el juzgado cuarto laboral del circuito) - título ejecutivo y prueba· 

obtenida con violación del debido proceso (notificarme a través de una empresa que 

legalmente no estaba facultada para tal fin, y con fundamento en un documento 

materialmente adulterado- el citatorio No. 0118 de fecha 19 de julio de 2004), en el mes 

de marzo del año 2007, la señora DIANA RIOS SANABRIA solicitó al Juzgado del 

Conocimiento ( 4 laboral) librar mandamiento de pago por las condenas impuestas a la 

suscrita en la sentencia referenciada. 

33 . Con ocasión de lo anterior y con fundamento en la sentencia de fecha 11 de octubre de 

2006, (prueba obtenida con violación del debido proceso) mediante auto de fecha 12 de 

marzo de 2007, el Juzgado cuarto laboral libró mandamiento de pago contra la suscrita 

por las sumas contenidas en la sentencia referenciada. 

34- Por auto de fecha 17 de abril del año 2007, el juzgado del conocimiento profirió auto 

ordenando seguir adelante con la ejecución contra la suscrita. 

35- El día 18 marzo de 2011, formulé incidente de nulidad procesal. 

36. Mediante auto de fecha 12 de mayo del año 2011, el Juzgado del conocimiento una vez 

más rechazó de plano la nulidad propuesta por la suscrita. 

37 . Contra el auto de fecha 12 de mayo del año 2011, interpuse recurso de apelación, el cual 

fue denegado mediante auto de fecha 04 de agosto de 2011. 

38 . Contra el auto de fecha 04 de agosto del año 2011, formulé recurso de reposición y en 

subsidio el de queja. 

39. Mediante auto de fecha 06 de septiembre de 2011, el Juzgado del conocimiento no 

repuso el auto de fecha 04 de agosto de 2011, y en su lugar concedió el recurso de queja 

formulado. 

40. Mediante auto de fecha 09 de noviembre del año 2011, La Sala Laboral del Tribunal 
~ \ 

Superior de Distrito Judicial de Bucaramanga, con ponencia del Dr. HENRY OCTAVIO ~' 

MORENO ORTIZ, declaró mal denegado el recurso de apelación interpuesto contra el 

auto de fecha 12 de mayo de 2011 y concedió el recurso de apelación formulado por la 

suscrita. 

41. Mediante auto de fecha 04 de septiembre del año 2012, la Sala Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga, RECHAZÓ injustificadamente el recurso 

apelación formulado por la suscrita contra el auto de fecha 12 de mayo de 2011, bajo el 

argumento, que la suscrita en el escrito que apeló dicho auto no sustentó la alzada. 

42 . Pero seguía en mi lucha tratando de que se derruyera lo que nació con falsedades y 

fraudes y fue así que contra el anterior auto formulé recurso de reposición, el cual fue 

resuelto mediante auto de fecha 10 de octubre de 2012, confirmando para tal efecto el 

auto recurrido. 

43. Las nulidades formuladas por la suscrita, que apuntalaban a demostrar una indebida 

notificación, en ningún tiempo han sido tramitadas, razón por la cual nunca se ha 

dirimido dicho tema, esto es, no han sido objeto de pronunciamiento de fondo alguno 

por parte de la administración de justicia, clara y evidente denegación de justicia en la 

que incurrió el Juzgado del conocimiento-cuarto laboral de Bucaramanga, quien hizo 

nugatorios los derechos de la suscrita, quien no fue notificada en debida forma, y fue 

ejecutada y demandada con base en un título ejecutivo - prueba judicial, obtenida con 

violación del debido proceso. 



44 . /\ voces del artículo 165 d I C 
el·ec t· 

1 1 
e .G.P. la sentencia de fecha 11 de octubre de 20 11 . título 

u ivo e e proceso lab 1 ¡· ' ora amp Iamente referenciado, es un medio de prueba. 

4 5, El juzgado del co · ¡ 
nocim ento-cuarto laboral de Bucaramanga, seguramente fue inducido 

en error_ por la señora DIANA RIOS SANABRIA, razón por la cual en el título ejecutivo -
sentencia de fecha 11 de octubre de 2011, se consignaron las siguientes fal sedades: 

45.1. 

45. 2. 

Que la señora DIANA RIOS SANABRIA, laboró para la suscrita como secretaria, en 
la carrera 35 No. 48-28 de la ciudad de Bucaramanga, cuando lo cierto es que, 
ésta, laboró para la suscrita en la carrera 34 No. 48- 26 oficina 202 de la ciudad de 
Bucaramanga. 

Que la suscrita fue notif icada de conformidad con lo dispuesto por los artículos 
315 Y 320 del C.P.C. cuando lo cierto, es que la señora RIOS SANABRIA, adulteró el 
cita torio el No. 011 8 de fecha 19 de julio de 2004 y remitió el citatorio y el aviso a 
través de una empresa que ejercía una actividad de manera ilícita e ilegal, esto es, 
sin estar facultada para ello. Lo co rrecto y legal para el momento de las 
notificaciones era que si en esos lugares que suministró la demandante ni 
laboraba ni residía la suscrita ha debido el juzgado notifica rme como lo establecía 
para el momento el artículo 318 del CPC, el cual establecía: 

" ... El emplazomiento de r¡111en ele/Jo ser nolificaclo persona/menee procederá en los siguiences 
cu sos: 

i. fll los wsos r/(' / 11 11t1U' I/JI 4 riel ort lculo 315." 

45.3, Lo anterior significa la f lagrante y abierta violación al debido proceo, lo que en 
consecuencia significa que el título ejecutivo con el cual actualmente cursa la 
demanda en mi contra es espureo y deviene en consecuencia totalmente ilegal. 

46. Por auto del 20 de septiembre de 2007, el Juzgado del conocimiento decretó el embargo 
y secuestro " ... de/ vehículo de mi propiedad distinguido con las placas BUU908" Para lo 
cu al dispuso oficiar a la Dirección de Tránsito y Tran sporte de Bucaramanga, para que 
registrara dicha medida. 

47. Por auto del 29 de octubre de 2007, el Juzgado del conocimiento ordenó" ... atendiendo 
la anterior petición y registrado como se encuentra el embargo del vehículo de placas BUU-
908, se ordena su inmovilización". 

48. El día 30 de julio de 2009, se posesionó como secuestre JAIRO BARRAGAN ARDILA, 
quien el mismo día realizó la diligencia de secuestro del vehículo de placas BUU-908 de 
mi propiedad. 

49. El día 28 de julio del año 2014, la señora DIANA RIOS SANABRIA, cedió los derechos 
litigiosos y/o derechos del crédito de los procesos laborales ampliamente referenciados 
al señor ANDRES ENRIQUE MORELLI LI ZCANO, identifica do con la cédula de ciudadanía 
No. 88.240.808 de la ciudad de Cúcuta . Quien, a su vez, el día 01 de agosto de 2014, los 
cedió a la seño ra MARTHA CECILIA LARA, identificada con la céd ula de ciudadanía No. 

49.650.161 de Aguachica. 

50. Los señores ANDRES ENRIQUE MORELLI LIZCANO y MARTHA CECILIA LARA, han hecho 
uso de los documentos que a través de engaños obtuvo la señora RIOS SANABRIA, esto 
es, del título ejecutivo - sentencia de fecha 11 de octubre de 2011 . 

51. El día 12 de marzo de 2015, el secuestre JAIRO BARRAGAN ARDILA, sin pena ni gloria, 
informó al Juzgado del conocimiento-cuarto laboral, que el vehículo automotor de 
placas BUU-908, de mi propiedad fue totalmente desmantelado y sus partes hurtada s, 
al legando para tal efecto una insipiente denuncia, con la que quizás quiso excusar su 
incuria y dejadez, pensando dicho secuestre que, con ello, es decir, que con la sola 
denuncia a la suscrita, tal vez le sería reintegrado o resarcido el dinero que dicho 

automóvi l representaba. 



11. PETICIONES. 

1
· ~on f~ndamento en los hechos antes expuestos, solicito Señor Fiscal se sirva 

investigar las conductas desplegadas por la señora DIANA RIOS SANABRIA, 

identificada con la cédula de ciudadanía número 37,748.192, el señor 

ALEXANDER OSORIO MENDOZA. C.C. 16,281.997, presunto representante legal de 

la sociedad ENVIAMOS M&S LTDA; el señor ANDRES ENRIQUE MORELLl LIZCANO, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 88.240.808; la señora MARTHA 

CECILIA LARA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 49.650.161, el señor 

JAIRO BARRAGAN ARDILA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 91.274.832, 

Y demás personas indeterminadas, como presuntos autores en la posible 

comisión de los delitos de: a) FRAUDE PROCESAL (Art. 453 C.P.); b) OBTENCIÓN 

DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO (Art. 288 C.P.); c) FALSEDAD MATERIAL EN 

DOCUMENTO PÚBLICO (Art. 287 C.P.); d) USO DE DOCUMENTO PÚBLICO 

FALSO (Art. 291 del CP); e) PECULADO CULPOSO (Art. 400 C.P.) y por las demás 

defraudaciones a la ley penal que aparezcan probadas en el proceso. 

2. Agotados los trámites pertinentes, sírvase Señor Fiscal, formular imputación 

contra los denunciados por los delitos que resulten probados en la presente 

investigación. 

111. PRUEBAS. 

1- DOCUMENTALES: 

Solicito se tengan como pruebas documentales, las siguientes: 

1.1. Copia del poder otorgado por la señora DIANA RIOS SANABRIA, a la estudiante de 

derecho NAYIBE EGLETH RUEDA ANA YA, con nota de presentación ante la Notaría 

Séptima de Bucaramanga, de fecha 29 de octubre de 2002 (1 folio); 

1.2. Copia del Certificado expedido el día 23 de octubre del año 2002 1 por el director del 

Consultorio Jurídico de la Universidad Cooperativa de Colombia, que da cuenta que 

para dicha época la señora NAYIBE EGLETH RUEDA ANA YA, era miembro activo de 

dicho consultorio, en dicho documento se expresó que la demanda seria dirigida 

contra "OFELIA GÜIZA SANABRIA" y no contra la suscrita. (1 folios); 

1.3. Copia de la Demanda ordinaria labora de única instancia, impetrada por la señora 

DIANA RIOS SANABRIA contra la suscrita, con nota de presentación en la oficina 

judicial de Bucaramanga, de fecha 20 de noviembre de 2002. (5 folios); 

1,4. Copia de la hoja de reparto de fecha 20 de noviembre de 2002 (1 folio); 

1.5. Copia del citatorio de fecha 16 de diciembre del año 2002, diligenciado por 

notificador de la Oficina Judicial de Bucaramanga, que dejó constancia que visitó la 

carrera 35 No. 48-28 oficina 202, no me encontró en dicha dirección por lo que fijó 

aviso en la puerta de acceso y debajo de la puerta dejó copia de dicha 

comunicación (1 folio); 

1.6. Copia del acta de audiencia de fecha 04 de febrero de 2003, a través del cual el 

juzgado del conocimiento mutuo el proceso ordinario laboral de única instancia 

seguido contra la suscrita en uno ordinario laboral de primera instancia, razón por 

la cual ordenó notificarme personalmente del auto admisorio del proceso (2 folios); 

1.7. Copia del Citatorio de fecha 18 de febrero de 2020, diligenciado por notificador de 

la Oficina Judicial de Bucaramanga, que dejó constancia que visitó la carrera 35 No. 

48-28 ofi cina 20 2, no me encontró en dicha dirección por lo que fijó aviso en la 

puert a de acceso y debajo de la puerta dejó copia de dicha comunica ción ( 1 fo lio); 

1.8. Copia del emplazamiento hecho a la suscrita dentro del proceso ampliamente 

refe renciado ( 1 fo lio); 



l 

o 

1·9· Copia del memor' 1 d f h 
. . . 1ª e ec a 17 de septiembre de 2003, a través del cual la 

apoderada 1ud1c1al de la señora DIANA RIOS SANABRIA solicitó se me notificará en 
1 " c ' ª ·:· ARRERA 35 No. 48-28 OF. 202" de la ciudad de Bucaramanga. (1 folio); 

1
·
10

-Copia ~e~ auto de fecha 10 de octubre del año 2003
1 
a través del cual el Juzgado del 

Conocimiento ordenó notificarme personalmente en la carrera 35 No. 48-28 OF. 

202 de la ciudad de Bucaramanga. (2 folios); 
1·11 · Citatorio No. 190 de fecha 20 de octubre de 2003

1 
elaborado por la secretaria del 

Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Bucaramanga, para ser entregado en la 

carrera 35 No. 48- 28 oficina 202 de la ciudad de Bucaramanga. ( 1 folio); 
1.12. Copia del citatorio No. 190 de fecha 20 de octubre de 2003 1 diligenciado, esto es, 

enviado a través de la empresa ENVIAMOS M&S LTOA (1 folio); 

1.13. Certificado No. 5070 expedido por la empresa ENVIAMOS M&S L TOA, respecto del 

citatorio No. 190 de fecha 20 de octubre de 2003 (1 folio); 

1.14.Copia del aviso No. 021 de fecha 21 de mayo de 2004 (1 folio); 

1.15. Copia del aviso No. 021 de fecha 21 de mayo de 2004 1 diligenciado, esto es, enviado 

a través de la empresa ENVIAMOS M&S L TOA, en el cual se dejó constancia que la 

carrera 35 No. 48- 28 oficina 202 de la ciudad de Bucaramanga, se encontraba 

desocupada. ( 1 folio); 

1.16.Certificado No. 12570 expedido por la empresa ENVIAMOS M&S LTDA, respecto del 

aviso No. 021 de fecha 21 de mayo de 2004 (1 folio); 

1.17. Copia del poder conferido por la señora DIANA RIOS SANABRIA a la abogada 

GILMA QUINTERO BALLESTEROS, con nota de presentación personal de fecha 02 

de julio del afio 2004. ( 1 folio); 

1.18.Mediante memorial de fecha 13 de julio del año 2004 1 la apoderada judicial de la 

señora RIOS SANABRIA, de manera falaz informó que la suscrita " ... cambio de 

residencia, la cual declaro bajo juramento es la siguiente: CARRERA 34 No. 48-26 

OFICINA 2002 11 y no como consta en el texto de la demanda." Cuando lo cierto es 

que para dicha época la suscrita no cambio el lugar de residencia y mucho menos el 

domicilio profesional, pues siendo reiterativa, nunca tuve relación alguna con la 

ca rrera 35 No. 48- 28 oficina 202 de la ciudad de Bucaramanga. (1 folio); 

1.19.Por auto de fecha 19 de julio del año 2004, el Juzgado del conocimiento ordenó 

notificarme personalmente en la CARRERA 34 No. 48-26 OFICINA 20_02.,_(1 folio) 

1.20. Copia del citatorio No. 0118 de fecha 19 de julio del año 2004, para ser entregado 

y/o diligenciado en la CARRERA 34 No. 48-26 OFICINA 2002 de la ciudad de 

Bucaramanga, con nota marginal de haber sido retirado por la señora DIANA RIOS 

SANABRIA, el día 22 de julio del año 2004. (1 folio); 

1.21. Copia del citatorio No. 0118 1 adulterado y/o modificado por la señora DIANA RIOS 

SANABRIA, remitido por la empresa ENVIAMOS M&S L TOA. ( 1 folio); 

1.22. Copia de la Certificación No. 14482 de fecha 27 de julio de 2004 1 a través del cual 

sc.: dejó constancia y/o certificó que la suscrita recibió el citatorio No. 0118 

(adulterado y/o falseado), en la carrera 34 No. 48-26 oficina 202 de la ciudad de 

Bucaramanga. (1 folio); 

1.23. Copia del aviso No. 036 de fecha 06 de agosto del año 2004, con nota marginal 

de haber sido retirado el día 09 de agosto de 2004, del juzgado el conocimiento por 

la señora DIAN A RIOS SANABRIA, llama la atención que, en Juzgado del 

conocimiento, fa voreció a la señora Ríos Sanabria, pues indicó que dicho aviso 

debía ser entregado en la carrera 34 No. 48-26 oficina 202 de la ciudad de 

Bucaramanga, dirección y/o número de oficina que no había sido ordenado (la 

notificación), en providencia alguna. (1 folio); 

1. 24. Copia del certificado No. 15135 expedido por la empresa ENVIAMOS M&S L TOA 

(1 fo lio); 

1.25. Copia de la reforma de demanda hecha por la señora DIANA RIOS SANABRIA, el 

día 01 de septiembre de 2004 (2 folios); 

1.26. Copia del auto de fecha 16 ~l e septiembre de 2004, a través del cua l se aceptó la 

reforma de la demanda. ( 1 folio); 

1.27. Copia de la sentencia de fecha 11 de octu bre de 2006 (16 fo lios); 

1.28. Copia de la nu lidad formu lada por la suscrita por indebida noti fi cación (21 fo lios); 



I,.'') . Cnpb 1.ilil ,Hit o cll- fcchi"I ) 1 ele: febrero el e 2007 , a través del cual el juzgado del cnnoclmlcnt o rQchnzó ele pl:ino líl nullcl::id formulada por la suscrita (3 folios); 1· ,n . Cnpln dQI oficio 01¡74 de fcch,1 n de abril ele 2007, a través del cual el Juzgado Llel w nochnlcnto remite lns coplns que la juez ordenó se me compulsaran al Cm1sc¡o Superior el e In JucHcnturn ( 1 fo llo); 
1.) 1. Copln clel ílut o ele fecha 1:> ele marzo ele 2007 , a t ravés del cual el juzgado libro m:mclrimlcnto ele pngo contra líl suscrita, teniendo como título base de recaudo, la sc11l ¡:¡ncln ele fc chn 11 ele oc tubre ele ,ooG. (3 fo lios); 
L'U . l\uto de fecha 17 ele t1b rll del aí\o 2007 , a través del cual el juzgado ordenó seguir :-iclel:rnt e con la ejecución ( 1 fo llo); 
1. 13, Copl:, del nuto ele f echa 27 de septiembre el e 2007 , a través del cual se ordenó el cmbnrgo Y secuestro del vehlculo ele placas BUU908 ele propieclael de la suscrita (1 fo llo); 

1.34. Copln cl el auto de fechr1 29 de octubre de 2007. (1 folio); 
1.35. Coplíl del escrito ele f echa 9 de mayo de 2011

1 a través del cual el dueño del parqueadero Quebraclaseca, solicitó el retiró del vehículo de placas BUU908 de mi propiedad de dicho parqueaclero, pues Informó que a partir del día 15 ele mayo de esa anualidad, ese lugar ibíl a ser demolido (1 folio); 
1.36. Nulidad procesal de fecha 18 el e marzo de 2011 , formulada por la suscrita ( 9 '-\ fo lios); 
1. 37 . Copia del auto de f echa 12 ele mayo de 2011, a través del cual rechazo de plano la nulldr1d formulada por la suscrita (·1 folio); 
1.38. Recurso de apelación formulado contra el anterior auto. (1 folio); 
1.39. Auto de fecha 04 de agost o del año 2011, a través del cual se puso en conocimiento del secuestre JAIRO BARRAGAN, la solicitud de retiro del vehfculo del cual es secuestre del parqu eadero quebradaseca y se rechazó el recurso de apelac ión formulado por la suscrita ( 1 folio); 
1.40. Recurso de queja de fecha 09 de agosto de 2011 (2 folios); 
1.41.Aul:o de fecha 06 de septiembre de 2011, a través del cual se concedió el recurso de queja formulado por la suscrita (4 folios); 
1.4 2. Copia del auto de fecha 09 ele noviembre de 2011, a través del cual se declaró mal denegado el recurso el e apelación formulado por la suscrita (8 folios); 1.43. Acta de audiencia de fecha 04 de noviembre de 2011, celebrado dentro del proceso disciplinario adelantado contra la suscrita con ocasión de la compulsa de cop ias ordenadas por la Juez Cuarta Laboral del Circuito de Bucaramanga (5 folios); 1.44. Auto de fecha 04 de septiembre de 2012, a través del cual se dispuso rechazar la apelación formulada por la suscrita contra el auto que rechazo de plano la nulidad 

formulada por la mi (3 folios); 
1,45. Memorial de fecha 13 de agosto del año 2014, a través del cual la Dra . Saray Lizca no blun, allego las cesiones del crédito (G folios); 
1,46. Memorial de f echa 01 de octubre de 2019 (2 folios) ; 
1,47. Copia del oficio No. 3534 52 emanado del ministerio de tecnología de la información y las comunicaciones de fecha 21 de diciembre de 2009 (4 folios); 
1,48. Copia del auto de f echa 23 de enero de 2009, proferido dentro del proceso con radicado 2004-365, a través del cual se declaró la nulidad de lo allf actuado, por noti ficar a través de la empresa ENVIAMOS M&S LTDA (2 folios); 

2· A OFICIAR: 

1°. Sírvase Señor Fiscal ofi ciar al Ministerio de las Tecnologías de la In formación y las comunicaciones (r1ntes Ministerio de Co1nunicaciones), para que informe y certifi~ue si la empresa ENVIAMOS M&S LTDA, par;i el a1io 2004 cuiln'.o rea lizó _las ci taciones, co nt aba O no con LI CENCIA para pres tar servicios ele mensa¡erla especializada; 

2". Sírvase Sei'ior ris cal ofi ciar a la ofi cina de Pl.ANE.ACIÓN MUNICI PAL DE BUCAHAM ANGA pai r1 que iid onne y certifique ,1 en la nomenclJ tura urbana de e~La 



ciudad existe la direcc" · CARR . , . f ion ERA 35 No.48-26 OFICINA 2002. En caso afirmat ivo se serv1ra in ormar a qué correponde dicha dirección, 

111. ANEXOS: 

1
· UN (1) CD, CONTENTIVO DE LOS DOCUMENTOS ADUCIDOS COMO PRUEBAS DOCUMENTALES. 

2. 

IV. NOTIFICACIONES, 

Las recibiré en la carrera 35 No. 54-76 oficina 401 de la ciudad de Bucaramanga y en los correos electrónicos ofeliags@hotmail.com y ofeliaguizasaavedra@gmail.com. 

Respecto de los denunciados me permito manifestarle que desconozco la dirección f ísica y/o digital en la cual reciban notificaciones, pero podrán ser notificados a través de la apoderada de la parte demandante abogada SARAY LIZCANO, cuya dirección de la oficina es: calle 13 No. 35 - 15 oficina 501 de la ciudad de Bucaramanga, correo electrónico: lizcanomorelliabogados@gmail.com. 

Del señor Fiscal, atentamente, 

() 1/;. 1 •• .:_ s 
'b-FrC1A GÜIZA smEDRA 
C.C. 63-276.519 BUCARAMANGA 



J014-2007-00171. 

CONSTANCIA DE TRASLADO. 

DEL ESCRITO CONTENTIVO DEL RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO 

APELACION PRESENTADO POR LA PARTE DEMANDADA CONTRA AUTO DE 

FECHA 14 DE JUNIO DE 2022, SE CORRE TRASLADO A LA PARTE DEMANDANTE 

POR EL TERMINO DE TRES (3) DIAS, DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN 

EL ARTICULO 319 DEL CODIGO GENERAL DEL PROCESO EN CONCORDANCIA 

CON EL ARTICULO 110 IBIDEM. 

ES DEL CASO ABVERTIR QUE EL TÉRMINO CORRE DESDE LAS OCHO DE LA 

MAÑANA (8:00 A.M.) DEL DÍA VEINTICUATRO (24) DE JUNIO DE 2022, HASTA 

LAS CUATRO DE LA TARDE (4:00 P.M.), DEL DÍA VEINTINUEVE (29) DE JUNIO DE 

2022.   

 

SE FIJA EN LISTADO DE TRASLADOS (No. 110), HOY VEINTITRES (23) DE JUNIO 
DE 2022.       
  
  
 

 

MARIO ALFONSO GUERRA RUEDA. 
Secretario 


